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Resumen 
 
La presente investigación titulada “APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE 
CULPABILIDAD PARA DETERMINAR RESPONSABILIDAD 
ADMINISTRATIVA FUNCIONAL POR EL TRIBUNAL SUPERIOR DE 
RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA, PERÚ 2017-2018” con enfoque 
cualitativo, tiene como objetivo principal establecer los presupuestos jurídicos 
que viene aplicando el Tribunal Superior de Responsabilidad Funcional para 
determinar responsabilidad administrativa en los servidores públicos. Debido a 
que, a pesar que la Ley del Procedimiento Administrativo General establece 
como un principio del Derecho Administrativo Sancionador el de culpabilidad, 
los auditores de la Contraloría General de la República optan por un régimen 
de responsabilidad objetiva para determinar responsabilidad administrativa 
funcional, convirtiendo la excepción en norma. 
 
Está investigación se centró en constatar nuestra hipótesis analizando las 
distintas resoluciones emitidas por el Tribunal Superior de Responsabilidad 
Administrativa Funcional, que ayudaron a dilucidar los criterios que viene 
aplicando el ente sancionador a los servidores públicos, y si éstos consideran 
el principio de culpabilidad para determinar el grado de sanción.    
 
Como primordial resultado se ha obtenido que el Tribunal Superior de 
Responsabilidad Administrativa del Perú utilizó la evidencia del dolo y culpa 
para establecer responsabilidad funcional durante los años 2017-2018, en la 
medida que analizó la conducta de imparcialidad del administrado, analizando 
la intencionalidad y el incumplimiento de manera general, pero que está no se 
encuentra acorde con el derecho, toda vez que el TS establece la existencia de 
responsabilidad administrativa funcional en base al resultado, por lo que 
fundamenta en la culpabilidad de manera indirecta. 
 
 
Palabras claves: Principio de culpabilidad, responsabilidad objetiva, 
responsabilidad subjetiva, responsabilidad funcional, servidores públicos, dolo, 
culpa.
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Abstract 
 
The present investigation entitled “APPLICATION OF THE PRINCIPLE OF 
GUILT TO DETERMINE FUNCTIONAL ADMINISTRATIVE RESPONSIBILITY 
BY THE SUPERIOR COURT OF ADMINISTRATIVE RESPONSIBILITY, PERU 
2017-2018” with a qualitative approach, has as main objective to establish the 
legal budgets that the Superior Court of Functional Responsibility has been 
applying for determine administrative responsibility on public servants. 
Because, despite the fact that the General Administrative Procedure Law 
establishes guilt as a principle of Administrative Administrative Law, the auditors 
of the Comptroller General of the Republic opt for an objective liability regime to 
determine functional administrative responsibility, making the exception in norm. 
 
This investigation focused on verifying our hypothesis by analyzing the different 
resolutions issued by the Superior Court of Functional Administrative 
Responsibility and interviews with specialists in Administrative Law were 
applied, which helped to elucidate the criteria that the sanctioning entity has 
been applying to public servants, and if they consider the guilt principle to 
determine the degree of sanction. 
 
As a primary result, it has been obtained that the Superior Court of 
Administrative Responsibility of Peru used the evidence of fraud and guilt to 
establish functional responsibility during the years 2017-2018, to the extent that 
it analyzed the conduct of impartiality of the administered, analyzing the 
intentionality and breach in a general way, but that is not in accordance with the 
law, since the TS establishes the existence of functional administrative 
responsibility based on the result, so it is based on indirectly guilty. 
 
 
Keywords: Principle of guilt, objective responsibility, subjective responsibility, 
functional responsibility, public servants, fraud, guilt. 
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I. INTRODUCCIÓN 
El servidor público, que viene laborando en la Administración Pública, debe 
conocer las funciones del Sistema Nacional de Control cuyo ente rector es la 
Contraloría General de la República, que busca el adecuado manejo de los 
recurso del Estado; así de acuerdo al art. 82° de la Constitución Política del 
Perú, cuando señala que: La Contraloría General de la República “(…) 
supervisa la legalidad de la ejecución del Presupuesto del estado, de las 
operaciones de la deuda pública y de los actos de las instituciones sujetas a 
control”. Por otro lado, desde el punto de vista legal, el artículo 16° de la Ley 
27785, establece que la Contraloría “(…) tiene por misión dirigir y supervisar 
con eficiencia el control gubernamental, orientando su accionar al 
fortalecimiento y transparencia de la gestión de las entidades, la promoción de 
valores y la responsabilidad de los funcionarios y servidores públicos (…)”. 
 
Este ente contralor expresa sus funciones a través de los siguientes tipos de 
auditorías: Auditoría Financiera, Auditoría de Desempeño, y Auditoría de 
Cumplimiento. Una de las auditorias más temidas es la de cumplimiento, ya 
que involucra un examen objetivo y profesional para establecer si las entidades 
públicas han observado la normativa aplicable, disposiciones internas y las 
condiciones contractuales establecidas. Es preciso señalar que es muy posible 
que cualquier servidor público haya omitido alguna norma en algún momento 
de su vida laboral pues el Estado cuenta con muchas normas. 
 
Toda acción o comportamiento de un servidor o funcionario público que haya 
infringido normas y tenga perjuicios reales o potenciales será señalada en una 
auditoría de cumplimiento; en consecuencia, el Órgano de Control en caso 
advierta alguna de las faltas tipificadas en el reglamento de infracciones y 
sanciones para la responsabilidad administrativa funcional - Decreto Supremo 
N° 023-2011-PCM derivará a la Contraloría General de la República para la 
determinación de Responsabilidad Administrativa. 
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II. MARCO TEÓRICO 
 
En el derecho peruano, existen dos procedimientos administrativos, el 
Procedimiento Administrativo Sancionador a cargo de la Contraloría 
General de la República, y el Procedimiento Administrativo Disciplinario a 
cargo de las Entidades Públicas, los mismos que se encuentran sujetos a la 
potestad sancionadora del Estado, específicamente a los principios 
establecidos en el TUO de la Ley 27444, y con las modificatorias realizadas 
mediante el DL N° 1272, se ha incluido un nuevo principio, el de 
Culpabilidad, que involucra que la responsabilidad administrativa es 
subjetiva, salvo los casos en que por ley o decreto legislativo se disponga la 
responsabilidad administrativa objetiva. 
 
De acuerdo a Oneto (2010) “cuando se exige «culpabilidad», la jurisprudencia y 
la doctrina se refieren a la exigencia de dolo o cuando menos culpa para poder 
castigar una conducta ilegal, excluyendo la existencia de cualquier sanción que 
tenga carácter objetivo. La culpabilidad sería el reproche que se destina a una 
persona porque debió operar de modo distinto a como lo hizo, para lo cual 
debió tener la posibilidad de actuar de otro modo (...)". 
 
A través de este principio cuando se quiera establecer responsabilidades 
administrativas no bastará con que un servidor público contravenga u omita la 
aplicación formal de una norma, sino que habrá que delimitar si la conducta fue 
efectuada con un elemento volitivo como el dolo o culpa. Asimismo, el 
reglamento del procedimiento sancionador que determina responsabilidad 
administrativa funcional, discurre criterios de graduación de la sanción en la 
etapa sancionadora, pero el Tribunal Superior de Responsabilidad 
Administrativa Funcional, deberá tener en cuenta que la determinación del dolo 
o culpa debe ser demostrada o probada e inclusive desde la imputación, siendo 
necesaria una mayor actuación de pruebas y evidencias para determinar el 
dolo o la culpa.  
 
Pero la base para estudiar el principio de culpabilidad se encuentra en los 
informes de control que luego sirven de base para el inicio de procedimientos 
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administrativos sancionadores por responsabilidad funcional, que casi siempre 
concluyen con tener en cuenta el referido informe de control, que como ya 
precisamos no solo deberán demostrar el simple incumplimiento de una norma, 
sino que además deberán aportar las evidencias suficientes para determinar si 
la infracción cometida fue pasible de dolo o culpa. 
 
Conforme lo señala Yabar (2017) Es común que los auditores realicen sus 
desviaciones de cumplimiento (antes hallazgos) sin tener en cuenta las normas 
de la Ley de Procedimiento Administrativo General y principios de la potestad 
sancionadora, teniendo como consecuencia que estos informes no plasmen 
con la finalidad para la que fueron realizados. La relevancia en la determinación 
de dolo o culpa reside en que dependerá de ello que se configure 
responsabilidad administrativa y que la conducta realizada por el servidor 
público sea sancionada en mayor o menor medida. 
 
Siendo esto así, Yabar (2017), también precisa que la sanción impuesta por el 
Tribunal Superior de Responsabilidad Administrativa Funcional, en adelante 
“TSRA”, no siempre se basa en el principio de culpabilidad, dado 
merecidamente a la deficiencia señalada de los informes de control, de por sí, 
muchos de los informes de auditorías de cumplimiento no hacen más que 
señalar omisiones objetivas y generales; por lo que la inclusión del Principio de 
Culpabilidad expresa un reto para los órganos de control; caso contrario, la 
conducta infractora no pasará a ser castigada como debe ser en un 
Procedimiento Sancionador ni mucho menos en un Proceso Judicial 
(Contencioso Administrativo). 
 
De acuerdo a Alarcón (2014) el derecho penal y el derecho administrativo de 
manera tradicional han sido considerados como dos ámbitos de los 
ordenamientos jurídicos separados e independientes. No obstante, entre uno y 
otro hay conexiones relevantes. Una de esas enlaces es la facultad que posee 
la Administración Pública en el sentido de ejercer potestad para aplicar 
sanciones o castigos a los ciudadanos o administrados, coexistiendo de esa 
modo dos sistemas jurídicos sancionadores o punitivos: por el lado el derecho 
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penal, aplicado por los jueces, y por el otro el derecho administrativo 
sancionador, que competen ejercitar a la administración pública. 
 
A través de la Resolución de Contraloría Nº 100-2018-CG, publicada el 05 de 
abril del 2018, se estableció el Reglamento de Infracciones y Sanciones que 
sirven para la determinación de la responsabilidad administrativa funcional 
derivada de los informes ostentados por los órganos del Sistema Nacional de 
Control. Asimismo, en su artículo 12 regula la escala de sanciones desde una 
sanción leve a una muy grave.  
 
Respecto al ius puniendi existen dos teorías, la de dualidad del ius puniendi, 
que afirma que existe una diferencia cualitativa y marcada entre el Derecho 
Penal y Derecho Administrativo, es decir realza el contexto de que se tratan de 
órdenes jurídicos totalmente diferentes; y la teoría de la unidad del ius puniendi 
y su subdivisión en dos manifestaciones: la potestad sancionadora de la 
Administración y la potestad penal de los Jueces y Tribunales, conforme lo 
precisa Constanza, (2014). 
 
La aceptación general de la “identidad ontológica” entre las sanciones penales 
y administrativas y entre los delitos y las infracciones, frecuentemente apoyada 
en ejemplos tales como el de los delitos tributarios en los que el Código Penal 
Español sitúa arbitrariamente en una determinada cantidad de dinero 
defraudado la frontera entre ambos campos sancionadores. La afirmación de la 
mencionada “identidad ontológica” lleva a exigir que se aplique a ambos 
elementos sancionadores el mismo régimen jurídico o, al menos, el mínimo de 
garantías que la Constitución imputa para el Derecho penal, conforme lo 
manifiesta Huergo (2007). 
 
La presente Tesis está desarrollada a través de las variables, principio de 
culpabilidad y responsabilidad administrativa funcional, a su vez organizada en 
seis capítulos. El primero capítulo es la introducción, en la que se presentan los 
antecedentes, la fundamentación científica, técnico – legal, la justificación para 
el desarrollo del estudio, así como el problema de investigación y objetivos 
propuestos. El segundo capítulo, está referido al tipo y diseño de la 
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investigación, escenario de estudio, participantes, técnicas e instrumentos de 
recolección de datos, procedimientos, métodos de análisis de la información y 
aspectos éticos en los que se van a enmarcar la investigación. El tercer 
capítulo contiene los resultados de la investigación a consecuencia de la 
aplicación del instrumento, resumidos en figuras y tablas estadísticas. En el 
cuarto capítulo se desarrolla la discusión de los resultados, en la que se 
contrasta con los antecedentes y las teorías consideradas. El quinto capítulo 
presenta las conclusiones a las que arriba la investigación. En el sexto capítulo 
se presentan las recomendaciones, luego las referencias bibliográficas que nos 
permitió el desarrollo de la investigación con conceptos legales que orientaron 
el estudio. En la parte de anexos adjuntamos el artículo científico y legal, el 
instrumento que fue empleado en la investigación realizada y la ficha técnica 
del mismo. 
 
Se ha realizado la búsqueda de información relacionada con la presente 
investigación, dónde se encontró algunas antecedentes a nivel internacional, 
cómo la investigación de Camacho, Montero y Vargas. (2005). En su tesis 
denominada: “la culpabilidad: su aplicación en el tribunal del segundo 
circuito judicial de San José, 1998-2002.” (Tesis de Maestría de la 
Universidad de Costa Rica. Los autores en esta investigación concluyeron que 
todos ubicaban a la culpabilidad como un elemento del delito, y que está 
conformado por el dolo y culpa.    
Barría Ulloa, (2016). En su trabajo titulado “De la aplicación con matices a la 
imposibilidad de la aplicación del principio de culpabilidad en la potestad 
sancionadora de la Administración del Estado.” (Memoria para el 
Licenciado de la Universidad Austral de Chile. Establece con respecto al 
principio de culpabilidad, para que éste pueda cumplir su función de acuerdo a 
lo requerido en el ámbito administrativo se requiere necesariamente una 
adecuación dogmática, pues su contenido debe adecuarse a la necesidad que 
cada sector a juicio del legislador requiera, tratando de lograr que lo 
administrativo tome fuerza legislativa y empiece a cementar el camino hacia 
una regulación autónoma y plenamente administrativa. 
Siguiendo el plano local, se ha tomado las siguientes investigaciones: 
 
 
6 
Cornejo, (2016). En su tesis denominada “Análisis del Principio de 
Culpabilidad en el Derecho Administrativo Sancionador a partir de la 
Jurisprudencia del Tribunal Constitucional”, (Tesis de pregrado Universidad 
de Piura). Este trabajo de investigación analizar la génesis de ius puniendi y su 
aplicación en el Derecho penal como en el Derecho administrativo sancionador, 
alcanzando a sustentar que es el Estado quien ostenta el poder para permitir el 
desarrollo de ambos derechos y de esa manera alcanzar las metas y 
resultados programáticos que reconozcan a la finalidad para la cual fueron 
creados.  
Soto Pantoja, (2017). En su tesis titulada “la Inobservancia del Principio de 
Culpabilidad en la configuración y aplicación de sanciones a personas 
jurídicas en las Contrataciones Públicas ¿Desborda los límites a la 
Potestad Sancionadora?” (Trabajo de segunda especialización de la 
Pontificia Universidad Católica del Perú). Se ha descrito que “el principio de 
culpabilidad según el Tribunal Constitucional ha considera como un principio 
constitucional implícito, además una garantía al administrado como límite al ius 
puniendi del Estado, es que creo que se tarde o temprano, la Administración 
deberá girar su visión hacía la adopción de este principio.” 
Chira Vera, (2018). Con su tesis titulada “el principio de culpabilidad y su 
consideración en el derecho administrativo sancionador peruano”, (Tesis 
de pregrado de la Universidad Católica Santo Toribio de Mogrovejo). Sustenta 
que, respecto al estado actual del principio de culpabilidad en los procesos 
administrativos sancionadores especiales, se ha demostrado que cada 
administración especial opta en lo posible por un régimen de responsabilidad 
objetiva, debido a su mayor simplicidad y rapidez de su aplicación, comparado 
con el régimen de responsabilidad subjetiva, que requiere un mayor análisis 
para su aplicación. 
Góngora Portocarrero, (2018). En su tesis titulada “Análisis del principio de 
culpabilidad en el procedimiento administrativo sancionador a partir de 
las resoluciones del consejo directivo del OSIPTEL”. (Tesis de pregrado de 
la Universidad Nacional Pedro Ruiz Gallo). Describe que “La incorporación del 
principio de culpabilidad en la promulgación del Decreto Legislativo N°1272, 
representa un cambio positivo en el Derecho Administrativo Sancionador 
peruano. El principio de culpabilidad del procedimiento administrativo 
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sancionador es acorde al orden constitucional peruano. Además, el principio de 
culpabilidad del procedimiento administrativo sancionador garantiza un ejercicio 
proporcional de la potestad sancionadora del Estado.” 
 
Todo lo expuesto anteriormente provocó el interés de conocer y desarrollar la 
presente investigación a fin establecer el criterio que viene aplicando el 
Tribunal Superior de Responsabilidad Administrativa para determinar 
responsabilidad administrativa en los servidores públicos durante el 2017 y 
2018, analizando las resoluciones emitidas por el ente rector. 
 
A fin de entender mejor la Responsabilidad Administrativa del Funcionario o 
Servidor Público en el Perú, se plantea la siguiente clasificación de la 
Responsabilidad Administrativa en la esfera pública, teniendo en consideración 
que el infractor (transgresor del ordenamiento jurídico administrativo) puede 
actuar en calidad de administrador (los funcionarios o servidores públicos) o de 
administrado: Primero; la Responsabilidad Administrativa del administrado, es 
aplicable a cualquier administrado, y por tanto también a cualquier funcionario o 
servidor público cuando actúa en calidad de administrado, por ejemplo cuando 
el funcionario comete una infracción al Reglamento de Tránsito. Para su 
configuración no resulta ineludible tener la calidad de funcionario o servidor 
público. Segundo, las Responsabilidades Administrativas Exclusivas del 
Funcionario o Servidor Público, que son responsabilidades administrativas en 
las que únicamente pueden incurrir los funcionarios o servidores públicos, por 
inobservancia de sus obligaciones funcionales, las que se pueden sub clasificar 
en: a) La Responsabilidad Administrativa Disciplinaria del Funcionario o 
Servidor Público, que surge cuando el funcionario o servidor público, 
incumpliendo sus obligaciones funcionales transgrede el ordenamiento jurídico 
administrativo disciplinario, en su condición de empleado del Estado, bajo el 
ámbito laboral público o privado; b) La Responsabilidad Administrativa 
Funcional del Funcionario o Servidor Público, surge cuando el funcionario o 
servidor público, incumpliendo sus obligaciones funcionales infringe el 
ordenamiento jurídico administrativo, no importando si es un empleado del 
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Estado (sujeto a vínculo laboral) o no, sino únicamente su condición de 
Funcionario o Servidor Público que ejerce función pública. 
Por otra parte, la Novena Disposición Final de la Ley N° 27785 (Ley Orgánica 
del Sistema Nacional de Control y de la Contraloría General de la República, 
Novena, Definiciones básicas, Servidor o Funcionario Público), define a 
Servidor o Funcionario Público como: “(...), todo aquél que independientemente 
del régimen laboral en que se encuentra, mantiene vínculo laboral, contractual 
o relación de cualquier naturaleza con alguna de las entidades, y que en virtud 
de ello ejerce funciones en tales entidades.”, y a la Responsabilidad 
Administrativa Funcional como“…aquella en la que incurren los servidores y 
funcionarios por haber transgredido el ordenamiento jurídico administrativo y 
las normas internas de la entidad a la que pertenecen, se encuentre vigente o 
extinguido el vínculo laboral o contractual al momento de su identificación 
durante el desarrollo de la acción de control. Incurren también en 
responsabilidad administrativa funcional los servidores y funcionarios públicos 
que, en el ejercicio de sus funciones, desplegaron una gestión deficiente, para 
cuya configuración se requiere la existencia, previa a la asunción de la función 
pública que corresponda o durante el desempeño de la misma, de mecanismos 
objetivos o indicadores de medición de eficiencia.” 
 
De tal manera que para llevar a cabo la presente investigación se ha realizado 
también la formulación del problema, y consiste en la siguiente interrogante 
¿En qué medida el Tribunal Superior de Responsabilidad Funcional del Perú 
aplicó la evidencia del dolo y culpa para determinar responsabilidad 
administrativa funcional durante los años 2017-2018?.. Asimismo, se ha 
realizado la justificación del estudio, y se considera que tiene una 
justificación teórica, la presente investigación contribuirá una solución al 
manejo correcto del principio de culpabilidad en el procedimiento administrativo 
sancionador, toda vez que la prueba del dolo o culpa es determinante para 
poder hablar de culpabilidad y por ende de responsabilidad funcional, para ello 
contribuirá con la doctrina especializada en el tema. Por otra parte, tiene una 
justificación metodológica, la presente investigación busca demostrar la 
hipótesis, a través del análisis de documentos, como son las resoluciones 
emitidas por el Tribunal Superior de Responsabilidades Administrativas, así 
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como la aplicación de la técnica de la entrevista a expertos, usando el 
respectivo cuestionario de preguntas estructuradas. Finalmente implica la 
utilización de métodos de interpretación jurídica y de análisis de la motivación 
de resolución administrativas emitidas por el Tribunal. También posee una 
justificación práctica, toda vez que redunda en beneficio del servidor público 
que deberá exigir a la contraloría la aplicación y demostración del dolo o culpa 
como elemento subjetivo de la culpabilidad; y a su vez, la contraloría deberá 
tener en cuenta la aplicación de dichos elementos para determinar 
responsabilidad funcional en el marco de un procedimiento sancionador. 
Finalmente, posee una justificación legal, toda vez que busca analizar la 
aplicación de elementos de culpa o dolo como factores subjetivos para 
determinar responsabilidad, toda vez que así lo exige el principio de 
culpabilidad, regulado por el TUO de la Ley N° 27444.  
Asimismo, la tesis  busca analizar la problemática que viven los servidores 
públicos y órganos sancionadores al determinar las sanciones, siendo la más 
severa la inhabilitación pues es de verse, que si bien por un lado, la propia 
Constitución del Perú ofrece la presunción de inocencia, y la Ley de la materia 
administrativa reconoce el principio de culpabilidad para determinar 
responsabilidad por órgano administrativo sancionador, más aún si se trata de 
los órganos instructores y sancionadores de la Contraloría General de la 
República. En ese sentido, se enmarca este trabajo de investigación, destinado 
a estudiar de qué manera el Tribunal Superior de la Contraloría General de la 
Republica, analiza, interpreta y aplica los presupuestos para determinar la 
responsabilidad siendo uno de ellos el principio de culpabilidad, resultando 
beneficiados los empleados públicos y la propia entidad contralora, al evaluar y 
cuestionar la forma de aplicación de dicho principio. 
A su vez en el presente trabajo de investigación se ha formulado la hipótesis, 
en los términos siguientes: El Tribunal Superior de Responsabilidad Funcional 
no viene aplicando correctamente el Principio de Culpabilidad para determinar 
responsabilidad administrativa funcional en los años 2017-2018, toda vez, que 
no invoca ni analiza en su aplicación la evidencia de dolo o culpa como 
parámetro de responsabilidad. 
En cuanto a los objetivos de la presente investigación se ha considerado los 
siguientes, como objetivo general tenemos el siguiente “Determinar si el 
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Tribunal Superior de Responsabilidad Administrativa del Perú viene aplicando 
correctamente el Principio de Culpabilidad para determinar responsabilidad 
administrativa funcional en los años 2017-2018.”. Respecto a los objetivos 
específicos se han establecido tres, primero, establecer que criterios 
jurisprudenciales rigen al principio de culpabilidad en el territorio nacional e 
internacional; segundo, identificar el criterio de análisis del dolo o culpa como 
elemento necesario para determinar responsabilidad, por el Tribunal Superior 
de Responsabilidad Funcional; y tercero, determinar si los argumentos que 
utiliza el Tribunal Superior de Responsabilidad Funcional para demostrar la 
existe de culpabilidad está acorde con el derecho. 
 
1.1. Problema 
¿Cómo aplicó el Tribunal Superior de Responsabilidad Administrativa 
Funcional del Perú el principio de Culpabilidad para determinar 
responsabilidad administrativa funcional en los años 2017-2018? 
 
1.2. Objetivos 
1.2.1. Objetivo General  
Determinar si el Tribunal Superior de Responsabilidad Administrativa 
del Perú ha venido aplicando correctamente el Principio de 
Culpabilidad para determinar responsabilidad administrativa 
funcional en los años 2017-2018. 
1.2.2. Objetivos Específicos 
➢ Establecer si el Principio de Culpabilidad constituye criterios 
jurisprudenciales en el territorio nacional e internacional. 
➢ Identificar el criterio de análisis del dolo o culpa como elemento 
necesario para determinar responsabilidad, por el Tribunal Superior 
de Responsabilidad Administrativa Funcional. 
➢ Determinar si los argumentos que utiliza el Tribunal Superior de 
Responsabilidad Administrativa Funcional para demostrar la 
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existencia de culpabilidad está acorde con el Derecho Administrativo 
Sancionador. 
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III. METODOLOGÍA 
3.1. Tipo de Estudio y Diseño de investigación  
Se utilizó el tipo de estudio cualitativa, explicativo, analítico, no 
experimental. 
Para Sampiere (2010) el estudio no es experimental, ya que no se 
realizó manipulación o trasformación activa de alguna variable y en 
los que solo se observa los fenómenos en su estado natural para ser 
analizarlos después. 
 
Diseño descriptivo simple, en este tipo de diseño el investigador 
busca y almacena información conexa con el objeto de estudio, no 
presentándose la administración o control de un tratamiento.   
 
Según Hernández (2010). Para este tipo de estudio y diseño no se 
manipula intencionalmente las variables. Se observa los fenómenos 
tal como se dan en su entorno natural para subsiguientemente 
analizarlos. 
La representación del diseño de investigación es el siguiente: 
 
 
 
Dónde: 
M:   Muestra (40 Resoluciones Emitidas por el Tribunal Superior de 
Responsabilidad Administrativa)  
O: Observación de las categorías:  
o Categoría 1:  
▪ Principio de culpabilidad 
o Categoría 2:  
▪ Responsabilidad administrativa 
funcional 
También, se cumple con la operacionalización de las categorías, 
conforme se aprecia del siguiente cuadro:  
  M          O 
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CATEGORIA 1 
DEFINICIÓN 
CONCENTUA
L 
DEFINICIÓN 
OPERACION
AL 
INDICADORE
S 
ESCALA 
DE 
MEDICIÓN 
 
Principio de 
culpabilidad 
 
Es un principio 
del Derecho 
Procesal 
Administrativo  
que implica un 
límites al ius 
puniendi 
Estatal en 
materia 
administrativa  
y significa que 
para aplicar 
una sanción a 
un sujeto es 
imprescindible 
el elemento 
subjetivo. 
Principio por el 
cual se 
determina la 
responsabilida
d subjetiva en 
base a 
demostrar el 
dolo o culpa 
en la acción 
del servidor 
público. 
Principio 
 
Dolo  
 
Culpa 
 
Medios 
probatorios 
 
Análisis factico 
y jurídico de 
resoluciones.  
 
Análisis de 
documento. 
CATEGORIA 2 
DEFINICIÓN 
CONCENTUA
L 
DEFINICIÓN 
OPERACION
AL 
INDICADORE
S 
ESCALA 
DE 
MEDICIÓN 
 
Responsabilida
d 
Administrativa 
funcional  
Es aquella 
responsabilida
d que se 
adquiere 
cuando se 
transgrede el 
ordenamiento 
jurídico 
administrativo 
y las normas 
Responsabilid
ad que se 
adquiere por 
infracción de 
normas 
legales o 
reglamentarías 
(internas) 
infringiendo 
deberes en 
Procedimiento 
administrativo 
sancionador 
 
 
Tribunal 
Superior de 
Responsabilida
des 
Administrativas 
Análisis de 
documentos
. 
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internas de la 
entidad a la 
que 
pertenecen o 
cuando realice 
funciones de 
manera 
deficiente. 
contra del 
recurso 
público 
 
Sanciones 
 
 
 
 
3.2. Escenario de estudio 
 Está compuesto por el PAS, llevado a cabo por la CGR, llegando a su 
instancia máxima como lo es el TSRA, como órgano rector de la 
jurisprudencia administrativa y garantista de la aplicación del debido 
proceso y del principio de culpabilidad. 
 
3.3. Participantes 
Se examinará resoluciones emitidas por el Tribunal Superior de 
Responsabilidades Administrativas, por lo que el principal participante 
es dicho tribunal. 
 
3.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
3.4.1. Técnicas 
En relación a las técnicas, que son los elementos que sirven para la 
recolección de datos, se utilizó la técnica del análisis de documento, 
de las resoluciones administrativas, en número de 40 (cuarenta) en 
donde se hayan determinado responsabilidad administrativa 
correspondiente a los años 2017-2018. 
 
3.4.2. Instrumentos 
Hojas de apuntes, elaborado sobre la base del análisis de documento, 
de las resoluciones administrativas en donde se hayan determinado 
responsabilidad administrativa correspondiente a los años 2017-2018. 
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3.5. Procedimiento:  
Teniendo en cuenta que el diseño de investigación designado es el 
enfoque cualitativo, en énfasis en la teoría establecida y estudio de 
casos, por lo que el procedimiento para la obtención de datos 
relevantes está encuadrado de la siguiente forma: Observación del 
mundo factico y jurídico; Selección del tema de investigación; 
Descripción del problema; Formulación del problema, etc. 
 
3.6. Método de análisis de información: 
 
Se utilizará una matriz donde se colocarán todos los datos referentes 
a los expedientes o resoluciones emitidos por el Tribunal Superior de 
responsabilidad administrativa, para luego haciendo uso de métodos 
de interpretación del derecho, llevar a descubrir los fundamentos de 
análisis e interpretación del principio de culpabilidad. Asimismo, se 
aplicó el método deductivo, que es un método científico que considera 
que la conclusión está implícita en las premisas. Por lo tanto, supone 
que las conclusiones siguen necesariamente a las premisas: si el 
razonamiento deductivo es válido y las premisas son verdaderas, la 
conclusión sólo puede ser verdadera. (Bacon, 1997). En este caso, va 
de lo general a lo particular, toda vez que de planteamientos 
generales como el principio de culpabilidad se terminó analizando 
situaciones concretas donde este principio fue aplicado, logrando 
resultados de acuerdo a los objetivos ya trazados. 
3.7. Aspectos éticos 
La presente investigación, respeta la ética, danto su lugar al 
conocimiento científico y haciendo predominar interés ético, social y 
sobre todo el científico, conveniente a mejorar la situación de vida o el 
bienestar de la población más vulnerada y produciendo a la vez, 
conocimiento objetivo y verdadero; teniendo en cuenta fuentes de 
información fidedignas objetivas y reales. 
Finalmente, la investigación respeta la participación informada de las 
personas que participan de manera voluntaria, precisan que las 
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fuentes de contraste, son fuentes fidedignas y no apócrifas, 
realizando una investigación objetiva con base teórica y práctica. 
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IV RESULTADOS 
 
La presente investigación persigue el objetivo general, determinar si el Tribunal 
Superior de Responsabilidad Administrativa del Perú aplicò correctamente el 
Principio de Culpabilidad para determinar responsabilidad administrativa 
funcional en los años 2017-2018, para ello se establecieron algunos objetivos 
específicos para que nos permitan orientar hacia el fin último ya mencionado, 
mismos que fueron contrastados con el análisis de documentos arribándose a 
los resultados que paso a describir a continuación: 
 
- Criterios jurisprudenciales rigen al principio de culpabilidad en el 
territorio nacional e internacional. 
 
De acuerdo con lo planteado por el objetivo N° 01 sobre establecer que 
criterios jurisprudenciales rigen al principio de culpabilidad en el territorio 
nacional e internacional, se utilizó el instrumento del análisis de documentos 
vinculada con el objetivo bajo descripción arrojando el siguiente resultado: 
a) La jurisprudencia del Tribunal Constitucional (TC) de Justicia de la 
Unión Europea 
i. En la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, STC 76/1990 del 26 abril 
1990 -EDJ 1990/4435, se aseveró que "...En el art. 1 del Código Penal -
EDL 1995/16398, y en el art. 77.1 de la Ley General Tributaria - LGT 
EDL 1963/94, ya no se tiene incluido el adjetivo “voluntarias” que 
perseguía a los sustantivos “acciones u omisiones”. Al contrario de lo 
que ha sucedido en el Código Penal, en el que se ha sustituido aquel 
término por la expresión “dolosas o culposas”. 
ii. Por otra parte, en el nuevo art. 77.1 -EDL 1963/94, sigue rigiendo el 
principio de culpabilidad (dolo, culpa o negligencia grave y culpa o 
negligencia leve o simple negligencia), que hace que se excluya la 
imposición de sanciones por el simpe resultado y sin atender a la 
conducta diligente del contribuyente. De tal manera que el precepto 
legal no ha podido infringir en modo alguno los principios de 
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seguridad jurídica (art. 9.3 de la Constitución -EDL 1978/3879) y de 
legalidad sancionadora (art. 25.1 de la Constitución). 
iii. La STC 246/1991, del 19 diciembre -EDJ 1991/12123, afirmó que 
"...el TC reiteradamente ha declarado que los principios inspiradores 
del orden penal son también de aplicación, con ciertos matices, al 
Derecho administrativo sancionador, dado que ambos son 
declaraciones del ordenamiento punitivo del Estado (STC 18/1987 -
EDJ 1987/18), igualmente hemos señalado a la cautela con la que 
conviene operar, cuando de trasladar garantías constitucionales 
extraídas del orden penal al derecho administrativo sancionador se 
trata. Esta acción no se hace automáticamente, porque la aplicación 
de las señaladas garantías al procedimiento administrativo es 
posible sólo en la medida en que resulten compatibles con su 
naturaleza (Sentencia del Tribunal Constitucional 22/1990 -EDJ 
1990/1569).  
iv. Este Tribunal ha declarado sobre la Culpa que, la Constitución 
española consagra sin duda el principio de culpabilidad como un 
principio estructural básico del Derecho Penal, esa consagración 
constitucional del principio no implica que se haya convertido en 
norma un determinado modo de entenderlo para la Constitución 
(Sentencia del Tribunal Constitucional 150/1991-EDJ 
1991/7287). En materia de Infracciones Administrativas también rige 
este principio de culpabilidad, pues en la mesura en que la norma 
de dicha infracción es una manifestación del ius puniendi del 
Estado, resulta inaceptable en nuestro ordenamiento un régimen de 
responsabilidad objetiva o sin culpa (Sentencia del Tribunal 
Constitucional 76/1990 -EDJ 1990/4435). Es más, este principio 
exige que en el caso de las trasgresiones administrativas cometidas 
por personas jurídicas hay culpa, afirmando que el principio de la 
responsabilidad personal por hechos propios - principio de la 
personalidad de la pena o sanción. (STC 219/1988 -EDJ 1988/535).  
v. La jurisprudencia del TC, en EDL 1978/3879, establece que el 
principio de culpabilidad se desglosa de la Constitución por lo que el 
resultado es que toda ley que oriente lo contrario será 
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inconstitucional. Y este requerimiento se ha originado en el artículo 
130 de la Ley 30/1992 -EDL 1992/17271, expresa que "podrán ser 
sancionados sólo por hechos constitutivos de infracción 
administrativa las personas físicas y jurídicas que resulten 
responsables de los mismos", generando como implicancia que la 
conducta para ser merecedora de sanción debe mostrar dolo o 
culpa del sujeto al que se le imputa, proscribiendo la 
responsabilidad objetiva en el derecho sancionador. 
b) La jurisprudencia del Tribunal Supremo Español 
i. La Sala de lo Contencioso-Administrativo de 10 mayo 2007 -EDJ 
2007/34833, recuerda que "...el principio de culpabilidad previsto en 
el art. 130.1 de la ley 30/1992 -EDL 1992/17271, dispone que solo 
puede ser sancionadas por hechos constitutivos de infracción 
administrativa los responsables de los mismos, aún a título de simple 
inobservancia. Esta simple inobservancia no puede ser entendida 
como la admisión en el derecho administrativo sancionador de la 
responsabilidad objetiva, pues la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo y la doctrina del Tribunal Constitucional destacan que el 
principio de culpabilidad, aún sin reconocimiento explícito en la 
Constitución, se infiere de los principios de legalidad y prohibición de 
exceso (art. 25.1 CE -EDL 1978/3879), o en todo caso de un Estado 
de Derecho, y requieren la existencia de dolo o culpa. Por tal motivo 
viene siendo admitido por el Tribunal Supremo la existencia de 
imprudencia cuando el infractor no se comporta con la diligencia 
exigible, es decir siempre que se desatiende un deber legal de 
cuidado. Y en la valoración del grado de diligencia debe de 
ponderarse la profesionalidad o no del sujeto. En este sentido la STS 
de 5 de junio de 1998 -EDJ 1998/5595, exige "un deber de conocer 
especialmente las normas aplicables" a los profesionales del sector. 
ii. La Sala Tercera de la STS, Sec. 2ª, de 5 diciembre 2013 (Rec. 
5564/2011) -EDJ 2013/257877, alusiva a una sanción tributaria, 
expresa "frente a la alegación de ausencia de intencionalidad y de 
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necesidad de mantener la presunción de inocencia, la Sala estima 
que, la conducta del obligado tributario fue voluntaria, en razón que 
se entiende que le era exigible otra conducta distinta, en función de 
las situaciones concurrentes, por lo tanto existe culpa o dolo con 
existe cualquier grado de negligencia a efectos de lo dispuesto en el 
artículo 183.1 de la Ley 58/2003 de 17 de diciembre -EDL 
2003/149899, ninguna de las fundamentos de exclusión de 
responsabilidad anunciadas en el artículo 179.2 y 3 de la Ley 
58/2003 no es aplicable, del 17 de diciembre, la voluntariedad de la 
infracción asiste cuando el contribuyente conoce el origen de la 
mercancía y lo oculta a la Aduana, lo que ocurre en el presente caso 
en que el importador presenta una declaración aduanera inexacta al 
conocer el verdadero origen de la mercancía, por lo que no puede 
considerarse su declaración veraz y completa, ni apreciarse 
interpretación razonable de la norma dada que los preceptos 
aplicables son claros. Por ello, la conducta del obligado tributario no 
puede ser calificada sino de voluntaria y culpable, en la conducta del 
importador en orden al cumplimiento de sus obligaciones fiscales no 
existe buena fe, “pues alude el pago de impuesto". 
iii. En Sala Tercera de la STS, Sec. 5ª, de 13 septiembre 2012 (Rec. 
5383/2009) -EDJ 2012/216799, referida a una sanción en materia de 
urbanismo, se afirmó que " se comprobado, razón del alegado "(...) el 
engaño sufrido" por la recurrente que, también de ser un hecho no 
demostrado, no guardaba relación con la responsabilidad ni con las 
situaciones previstas en el artículo 220.2 de la Ley 9/2002 -EDL 
2002/56839, para la graduación de la multa, concurre, la agravante 
de haber incumplido, de forma reiterada, la orden de paralización de 
las obras y el hecho de que las obras se iniciaran con posterioridad a 
la denegación expresa por la Administración recurrida de la 
autorización exhortada por el recurrente, actuación que mal se 
compadece con la alegada buena fe". 
iv. La Sala Tercera de la STS, Sec. 3ª de 31 marzo 1998 (Rec. 
199/1995) -EDJ 1998/2203, afirmaba que "Se pretende encubrir la 
deserción de culpabilidad en una ignorancia justificable. En una 
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institución de crédito, esto no puede predicarse de entendida de 
cómo se procede en el mercado inmobiliario". 
v. En la STJU de 12 noviembre 1987 (Ferriere San Carlo c. Comisión, 
Asunto 344/85) –EDJ 1987/16224, se invalida una sanción impuesta 
por la Comisión basándose en la circunstancia de que la conducta 
castigada, la práctica había sido consentida, por la propia Comisión 
durante años y no le había informado el cambio de juicio y que, por 
tanto, podría confiar justificadamente, la demandante, en la 
continuidad de dicha práctica tolerante. 
vi. La culpabilidad también se ha acoplado con la menor o mayor 
claridad de la norma, pero han coexistido pronunciamientos en los 
que la mera verificación de la claridad del mandato normativo no 
conlleva la valoración de una conducta negligente. Así, Sala Tercera, 
de la STS, Sec. 2ª, de 30 junio 2011 (Rec. 3931/2009)-EDJ 
2011/147250, la STS de 15 octubre 2009 (Rec. cas. núm. 
9693/2003) -EDJ 2009/288591, se destaca que "el principio de 
presunción de inocencia avalado en el artículo 24.2 CE -EDL 
1978/3879, no permite que la Administración tributaria induzca la 
existencia de culpabilidad por salvedad. Al respecto, conviene 
acordarse que el artículo 77.3.d) LGT instituía que el comentario 
sensato de la norma era, en específico (el vigente art. 179.2.d) Ley 
58/2003), uno de los asuntos donde la Administración debía entender 
que el obligado tributario había puesto la diligencia necesaria en el 
acatamiento de los deberes y obligaciones tributarios; de donde se 
infiere que la norma vulnerada sea clara o que la interpretación 
seguida de la misma no se entienda razonable, no permite imputar 
automáticamente una sanción tributaria porque es permisible que, no 
obstante, el contribuyente haya actuado diligentemente ". 
vii. La Sala Tercera, de la STS, Sec. 5ª, del 21 marzo 2013 (Rec. 
553/2011) -EDJ 2013/32775, se parte de la necesidad de una acción 
culposa para poder ser castigado, si bien se discute si el error 
padecido exceptuaba o no la culpa como componente determinante 
de la imputabilidad. 
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viii. La Sala Tercera, de la STS, Sec. 5ª, de 24 noviembre 2011 (Rec. 
258/2009) -EDJ 2011/282237, se afrontaba una responsabilidad en la 
que se presentaba la exigencia de culpabilidad por la acción 
infractora atribuible a las personas jurídicas. Asimismo, se afirma 
"...el Ayuntamiento es responsable cuando menos a título de simple 
infracción, lo que se acomoda al régimen de imputación comprendido 
en el artículo 130.1 de la Ley 30/1992 -EDL 1992/17271”, según el 
cual "sólo obtendrán ser sancionadas por hechos constitutivos de 
trasgresión administrativa las personas físicas y jurídicas que 
resulten responsables de los mismos aun a título de simple 
inobservancia". 
ix. La STS, Sala Tercera, Sec. 5ª, de 31 octubre 2007 (Recurso: 
9858/2003) -EDJ 2007/206144, respecto a una sanción por vertidos 
señala que "... la conducta que conforma el ilícito administrativo, 
(artículo 108.f) de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas -EDL 
1985/9018, requiere la existencia de culpa, que se concreta, por lo 
que ahora interesa, en la falta de diligencia observada por el 
Ayuntamiento recurrente a la hora de efectuar los vertidos por los que 
fue sancionada. La falta de diligencia, supone la inobservancia de 
competencias atribuidas a las entidades locales por la Ley 7/1985, de 
2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local-artículos 25.2 
.l) y 26.1. 
x. La Sala Tercera de la STS, Sec. 3ª del 22 febrero 2013 (Rec. 
4934/2009) -EDJ 2013/15024, se afirma que "el Tribunal ha 
autorizado el principio de culpabilidad, al considerarle autor de los 
ilícitos tipificados en el artículo 40 del Real DL 6/2004 del 29 de 
octubre, por el que se aprueba la Ley de ordenación y supervisión de 
los seguros privados -EDL 2004/152060, ya que garantiza el artículo 
25 de la Constitución -EDL 1978/3879, que limita el ejercicio del ius 
puniendi del Estado, exige, según el TC en la sentencia 129/2003 del 
20 de junio -EDJ 2003/30561, que para imponer una sanción, ésta se 
debe sustentar en la pretensión del componente subjetivo de culpa, 
para certificar el principio de responsabilidad y el derecho a un 
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procedimiento sancionador que cumpla con todas las garantías, que 
en este supuesto, ha sido apropiadamente aplicado". 
xi. La sentencia del 6 junio 2008 (Rec. cas. para la unificación de 
doctrina núm. 146/2004) -EDJ 2008/97539, resume la jurisprudencia 
en relación con el principio de culpabilidad en materia sancionadora, 
concluyendo que "En nuestro sistema jurídico y en particular en 
nuestro sistema tributario , no rige la responsabilidad objetiva o sin 
culpa, exigiendo que al menos exista la concurrencia de negligencia 
o, la falta de la diligencia necesaria o debida". 
xii. Sala - Sentencia de la sección 4 del 29 de junio de 2005 (Recurso: 
43/2004) (EDJ 2005/189640). Se afirmaba "Que se rechazaba la 
responsabilidad objetiva en el ámbito sancionador, pero será justo 
que siempre exista dolo o culpa en la conducta prohibida, sin ofrecer 
dudas en el supuesto de autos, ya que la hoy actora ha actuado al 
menos con negligencia al proporcionar unos datos erróneos, para 
tener derecho a reposiciones a la exportación, cuando 
correspondería haber puesto la correspondida diligencia, a fin de 
verificar y evitar la declaración de datos errados a la Administración, 
sobre los cuales había de pedir y obtenerse la restitución (AN, Sala 
de lo Contencioso-administrativo, Sección 4ª, S. 26 de noviembre de 
2003, recurso: 841/2002). En dicho sentido no puede obviarse, que la 
infracción resulta sancionable, en aplicación de las normas generales 
en materia sancionadora, de acuerdo al artículo 130 Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de RJAP y PAC -EDL 1992/17271; y 82 de la LGP, 
incluso a título de simple negligencia (según la exposición de motivos 
del Reglamento CE 800/99), lo que permite la ejecución del tipo por 
concurrencia del elemento de la culpabilidad, cuando la conducta 
tipificada puede evitarse atendidos los parámetros ordinarios de 
cuidado en el marco de la actividad desplegada". 
xiii. "No es elemento constituyente la culpabilidad en caso de trasgresión 
sancionable de carácter administrativo, salvo en los supuesto 
excepcionales que tipifique la norma o los que requiera los hechos, 
en principio a la responsabilidad objetiva" (Sentencia de 20 junio 
1978 -EDJ 1978/6513-) 
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c) El Tribunal Constitucional Peruano a Considerado lo siguiente: 
i. El principio de culpabilidad limita la potestad punitiva del Estado. Si 
bien no se encuentra reconocido expresamente en la Constitución, es 
posible deducirlo del artículo 2º, inciso 24, acápite e, de la Constitución 
(FJ 20).  
URL: http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2006/06712-2005-HC.pdf 
ii. En un proceso sancionatorio ya sea penal o administrativo, se 
mantiene que la sanción sólo puede sostenerse en la responsabilidad 
subjetiva del infractor que transgredió una regla de conducta prohibida 
por ley (FJ 21). 
URL: http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2005/02868-2004-AA.pdf 
 
En este sentido, la prohibición de una responsabilidad objetiva ha sido puesta 
de manifiesto por diversas sentencias del Tribunal Constitucional, dentro de 
las cuales cabe citar especialmente la Sentencia del 3 de septiembre de 
2010, recaída en el Expediente 1873-2009-PA/TC, en la cual expresamente 
se indica que el principio de culpabilidad implica la exclusión de cualquier 
responsabilidad objetiva. 
 
- Criterio de análisis del dolo o culpa como elemento necesario para 
determinar responsabilidad, por el tribunal superior de 
responsabilidad funcional. 
En función del objetivo N° 02 sobre Identificar el criterio de análisis del dolo o 
culpa como elemento necesario para determinar responsabilidad, por el 
Tribunal Superior de Responsabilidad Funcional., se utilizó de igual forma el 
instrumento de análisis de documento, que contiene información relevante y 
con ítem anterior, arrojando los siguientes resultados: 
Tabla 1  
Análisis del dolo o culpa como elemento necesario para determinar 
responsabilidad, por el tribunal superior de responsabilidad funcional.
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APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE CULPABILIDAD 
RES
OL. 
AÑO ÁREA INFRACCIÓN 
ENTIDA
D 
dolo culpa COMENTARIO 
230 2018 
SISTEM
A 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
Se incurrió en infracciones 6 i) y 6 q) por 
irregularidades en aprobación y modificación de 
expediente técnico, así como, en paralización de 
obra por causal atribuible al contratista, ampliación 
de plazo con mayores días y sin efectuar 
evaluación previa, pago de adelantos no 
autorizados y por servicios no realizados, suscribir 
contrato extemporáneamente permitiendo cambio 
de personal si cumplir requisitos mínimos, y, por 
conformidad a supervisión no prestada. 
Municipalid
ad 
Provincial 
de Tumbes 
FUE 
ANALIZADO 
DE MANER A 
INDIRECTA 
NO FUE 
ANALIZADO 
EL TS determina la existencia de responsabilidad 
administrativa funcional en base al resultado, 
demostrando el incumplimiento, mas no analizando el 
elemento volitivo de la conducta (dolo o culpa) no 
observando el principio de culpabilidad. Es más ni 
siquiera lo invoca o refiere. Solo invoca el principio 
de legalidad, tipicidad y proporcionalidad. 
231 2018 
SISTEM
A 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
Administrados incurrieron en infracción 7 h) al 
establecer en las bases administrativas condiciones 
favorables al postor, y, admitir y calificar su 
propuesta incumpliendo requisitos técnicos 
mínimos. 
Municipalid
ad Distrital 
de José Luis 
Bustamante 
y Rivero - 
Arequipa 
FUE 
ANALIZADO 
DE MANER A 
INDIRECTA 
NO FUE 
ANALIZADO 
Fundamenta en la culpabilidad de manera indirecta. El 
TS  determino la existencia de responsabilidad 
administrativa funcional al poder analizar fáctica y 
documentalmente la causal que es actuar parcializado 
al otorgar ilegalmente al postor la buena pro, dado que 
consigna en las bases integradas del proceso de 
condiciones favorables al postor, le permitió el acceso 
a la evaluación de la propuesta económica, asimismo, 
la asignación del puntaje que no correspondía en la 
calificación, permitiendo que supere el puntaje 
mínimo requerido, cuando debido descalificarse, lo 
que determino el otorgamiento de la buena pro, al 
único participante.  
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232 2018 
SISTEM
A 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
Administrados incurrieron en infracción 7 h) al 
otorgar buena pro incumpliendo la normativa de 
contrataciones y las bases administrativas. 
Gobierno 
Regional de 
Huánuco 
FUE 
ANALIZADO 
DE MANERA 
INDIRECTA 
NO FUE 
ANALIZADO 
EL TS determina la existencia de responsabilidad 
administrativa funcional en base al resultado, 
analizando el actuar de formar parcializada, pero no 
analiza elemento volitivo de la conducta (dolo o 
culpa) de manera directa, sino solo lo realiza para 
demostrar que el actuar de forma parcializada tiene 
una carga subjetiva, y a ello dirige todo el actuar 
probatorio, no aplicando como debería ser el principio 
de culpabilidad.  
 
232 
2018 
SISTEM
A 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O  
Administrados incurrieron en infracciones 6 g), 
7 h) y 7 n) al contratar servicios sin proceso de 
selección y obviando el requerimiento del área 
usuaria, y, emitir informes contradictorios 
efectuando una interpretación dispar en relación a 
las normas aplicables. 
Municipalid
ad 
Provincial 
de Abancay 
FUE 
ANALIZADO 
DE MANERA 
INDIRECTA 
NO FUE 
ANALIZADO 
EL TS determina la existencia de responsabilidad 
administrativa funcional en base al resultado, 
analizando el actuar de formar parcializada, pero no 
analiza elemento volitivo de la conducta (dolo o 
culpa) de manera directa, sino solo lo realiza para 
demostrar que el actuar de forma parcializada tiene 
una carga subjetiva, y a ello dirige todo el actuar 
probatorio, no aplicando como debería ser el principio 
de culpabilidad.  
233 2018 
SISTEM
A 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
Administrados incurrieron en infracción 7 h) por 
aprobación de adicional de obra pese a las 
observaciones que existían. 
Gobierno 
Regional de 
Huancaveli
ca 
 
FUE 
ANALIZADO 
DE MANERA 
INDIRECTA 
NO FUE 
ANALIZADO 
 
 
 
 
  
 
 
 
  
EL TS determina la existencia de responsabilidad 
administrativa funcional en base al resultado, 
analizando el actuar de formar parcializada, pero no 
analiza elemento volitivo de la conducta (dolo o 
culpa) de manera directa, sino solo lo realiza para 
demostrar que el actuar de forma parcializada tiene 
una carga subjetiva, y a ello dirige todo el actuar 
probatorio, no aplicando como debería ser el principio 
de culpabilidad.  
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234 2018 
SISTEM
A 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
Administrados incurrieron en infracciones 7 b), 
7 c), 7 h) y 7 n) por requerimiento y conformidad 
de servicios cuya realización efectiva no se 
acreditó, ocasionando perjuicio económico, y, por 
emplear la misma documentación sustentatoria en 
el pago de hasta cinco reembolsos con fondos de 
caja chica. 
Universid
ad Nacional 
Mayor de 
San Marcos  
UNMSM 
 
FUE 
ANALIZADO 
DE MANERA 
INDIRECTA 
 
NO FUE 
ANALIZADO 
 
 
 
 
 
  
     EL TS determina la existencia de responsabilidad 
administrativa funcional en base al resultado, 
analizando el actuar de formar parcializada, pero no 
analiza elemento volitivo de la conducta (dolo o 
culpa) de manera directa, sino solo lo realiza para 
demostrar que el actuar de forma parcializada tiene 
una carga subjetiva, y a ello dirige todo el actuar 
probatorio, no aplicando como debería ser el principio 
de culpabilidad.  
235 2018 
SISTEM
A 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
Administrados incurrieron en infracción 7 h) al 
no supervisar el cumplimiento del contrato 
ocasionando que no se apliquen penalidades, y, 
otorgar plazo adicional a pesar de haber vencido el 
plazo contractual. 
Universidad 
Nacional de 
Huancaveli
ca 
  
 
FUE 
ANALIZADO 
DE MANERA 
INDIRECTA 
  
 
 
 
NO FUE 
ANALIZADO 
 
 
  
  
EL TS determina la existencia de responsabilidad 
administrativa funcional en base al resultado, 
analizando el actuar de formar parcializada, pero no 
analiza elemento volitivo de la conducta (dolo o 
culpa) de manera directa, sino solo lo realiza para 
demostrar que el actuar de forma parcializada tiene 
una carga subjetiva, y a ello dirige todo el actuar 
probatorio, no aplicando como debería ser el principio 
de culpabilidad. 
236 2018 
SISTE
MA 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
Se incurrió en infracción 6 q) y 7 h) al permitir 
sucesivas contrataciones directas vía 
regularización con el mismo proveedor cuando 
correspondía un proceso regular; y, se absolvió de 
infracciones 6 q) y 7 h) al no haberse considerado 
fallos del órgano jurisdiccional, los cuales tienen 
condición de acto firme y son vinculantes en el 
PAS, así como, al existir conductas que debieron 
ser analizadas en el contexto del RIS y no del 
presente PAS, y, al no advertirse actuación 
parcializada ni existir función que disponga 
expresamente la obligación observada. 
Seguro 
Social Red 
Asistencial 
Loreto - 
ESSALUD 
 FUE 
ANALIZADO 
DE MANER A 
INDIRECTA 
 
 
 
 
 
  
 NO FUE 
ANALIZADO 
 
 
 
 
 
 
 
  
  
 
EL TS determina la existencia de responsabilidad 
administrativa funcional en base al resultado, 
analizando el actuar de formar parcializada, pero no 
analiza elemento volitivo de la conducta (dolo o 
culpa) de manera directa, sino solo lo realiza para 
demostrar que el actuar de forma parcializada tiene 
una carga subjetiva, y a ello dirige todo el actuar 
probatorio, no aplicando como debería ser el principio 
de culpabilidad.  
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238 2018 
SISTEM
A 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
Administrados incurrieron en infracción 7 h) al 
contratar directamente bienes y servicios sin 
respetarse el procedimiento regular, permitir 
prestación del servicio sin existir contrato, y, 
remitir expedientes de contratación para celebrar 
procesos de adjudicación de bienes y servicios que 
ya se habían ejecutado; y, se absolvió de 
infracciones 6 q), 7 e) y 7 h) al existir 
documentación que acredita que se ejerció 
funciones en atención al cargo encomendado, al no 
acreditarse que se actuó para favorecer al 
proveedor ni que los bienes no fueran entregados 
en las condiciones pactadas, entre otros. 
Poder 
Judicial - 
Corte 
Superior de 
Justicia de 
Cajamarca 
 FUE 
ANALIZADO 
DE MANER A 
INDIRECTA 
 
 
 
 
  
 NO FUE 
ANALIZADO 
 
 
 
 
 
 
  
EL TS determina la existencia de responsabilidad 
administrativa funcional en base al resultado, 
demostrando el incumplimiento, mas no analizando el 
elemento volitivo de la conducta (dolo o culpa) no 
observando el principio de culpabilidad. Es más ni 
siquiera lo invoca o refiere. Solo invoca el principio 
de legalidad, tipicidad y proporcionalidad. 
 El TS determino responsabilidad en base al 
incumplimiento de su función, y por subsumirse la 
conducta (tipicidad), realizando un análisis en 
documentos y deberes. Asimismo, absolvió por falta 
de acreditación del incumplimiento. 
239 2018 
SISTE
MA 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
Se incurrió en infracciones 6 j), 6 k), 6 q) y 7 h) 
al resolver nulidad sin contar con facultades, 
admitir propuesta incumpliendo requisitos 
mínimos, suscribir contrato en forma 
extemporánea, y, autorizar adicionales 
reconociendo mayores servicios; y, se absolvió de 
infracción 6 q) al existir medida cautelar que 
autorizaba emisión de carta fianza y al no 
acreditarse el grave perjuicio; asimismo, se declaró 
nula la resolución de sanción al no acreditarse una 
adecuada notificación. 
Gobierno 
Regional de 
Lambayequ
e 
 FUE 
ANALIZADO 
DE MANER A 
INDIRECTA 
 
  
 NO FUE 
ANALIZADO 
 
 
  
 EL TS determina la existencia de responsabilidad 
administrativa funcional en base al resultado, 
demostrando el incumplimiento, mas no analizando el 
elemento volitivo de la conducta (dolo o culpa) no 
observando el principio de culpabilidad. Es más ni 
siquiera lo invoca o refiere. Solo invoca el principio 
de legalidad, tipicidad y proporcionalidad. 
  
240 2018 
SISTEM
A 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
Administrada fue absuelta de infracción 6 q) en 
tanto la imputación ha quedado insubsistente en 
razón del otorgamiento de ampliación de plazo por 
aprobación ficta y por ende inexistente el perjuicio 
económico. 
Gobierno 
Regional de 
Cajamarca 
 FUE 
ANALIZADO 
DE MANER A 
INDIRECTA  
 NO FUE 
ANALIZADO 
 
 
  
El TS se pronuncia sobre la apelación en sentido 
favorable absolviendo a la administrada de los cargos, 
toda vez que no se demostró los presupuestas facticos 
del incumplimiento, por ende se incumple con la 
tipicidad.  
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241 2018 
SISTEM
A 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
Administrados incurrieron en infracciones 6 q) y 
7 h) por admisión de propuesta incumpliendo las 
bases, cambio de residente sin exigir requisitos 
mínimos, ampliaciones de plazo pese a no 
afectarse ruta crítica, adicionales con mayores 
metrados, resolución de contrato sin 
responsabilidad de las partes e implicándose 
penalidades, ausencia de calendario acelerado de 
obra, y, pago por adelantos solicitados fuera de 
plazo. 
Proyecto 
Especial 
Huallaga 
Central y 
Bajo Mayo 
- Gobierno 
Regional de 
San Martín 
  
 
FUE 
ANALIZADO 
DE MANER A 
INDIRECTA 
 
 
 
 
 
  
  
 
NO FUE 
ANALIZADO 
 
 
 
 
 
 
 
  
EL TS determina la existencia de responsabilidad 
administrativa funcional en base al resultado, 
demostrando el incumplimiento, mas no analizando el 
elemento volitivo de la conducta (dolo o culpa) no 
observando el principio de culpabilidad. Es más ni 
siquiera lo invoca o refiere. Solo invoca el principio 
de legalidad, tipicidad y proporcionalidad. 
 
 
 
  
242 2018 
SISTEM
A 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
Administrado incurrió en infracción 7 c) al usar 
documentación falsa y otorgar conformidad a un 
servicio no prestado; y, se absolvió de infracciones 
6 q) y 7 b) al no acreditarse su participación en el 
hecho infractor ni que los bienes fueran entregados 
en mal estado por el proveedor. 
Dirección 
Regional de 
Salud 
Ucayali 
 FUE 
ANALIZADO 
DE MANER A 
INDIRECTA 
 
 
  
 NO FUE 
ANALIZADO 
 
 
 
  
 
 
 
El TS determino responsabilidad en base al 
incumplimiento de su función, y por subsumirse la 
conducta (tipicidad), realizando un análisis en 
documentos y deberes. Asimismo, absolvió por falta 
de acreditación del incumplimiento. 
  
243 2018 
SISTEM
A 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
Se incurrió en infracciones 6 q) y 7 h) por 
ampliación de plazo sin justificarse causal 
invocada, y admitir propuesta técnica 
incumpliendo requisitos mínimos, generando 
inaplicación de penalidades; y, se absolvió de 
infracción 6 k) al no advertirse influencia o 
sugestión hacía las personas encargadas del uso de 
recursos. 
Gobierno 
Regional de 
La Libertad 
 
 
FUE 
ANALIZADO 
DE MANER A 
INDIRECTA 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 NO FUE 
ANALIZADO 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
EL TS determina la existencia de responsabilidad 
administrativa funcional en base al resultado, 
demostrando el incumplimiento, mas no analizando el 
elemento volitivo de la conducta (dolo o culpa) no 
observando el principio de culpabilidad. Es más ni 
siquiera lo invoca o refiere. Solo invoca el principio 
de legalidad, tipicidad y proporcionalidad. 
El TS se pronuncia sobre la apelación en sentido 
favorable absolviendo a la administrada de los cargos, 
toda vez que no se demostró los presupuestas facticos 
del incumplimiento, por ende se incumple con la 
tipicidad. 
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244 2018 
SISTE
MA 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
Se incurrió en infracciones 6 q) y 7 h) al incluir 
adquisiciones en el PAC sin existir sustento que 
justifique la necesidad, adjudicar buena pro 
apartándose de los criterios de las bases, otorgar 
conformidad a bienes entregados en forma 
incompleta y extemporánea, omitiendo reportar 
dichos incumplimientos, participar en inventario 
sin registrar la pérdida de bienes, modificar 
características y cantidades de bienes sin 
justificación ni sustento y solicitar su adquisición, 
Ministerio 
de la Mujer 
y 
Poblaciones 
Vulnerables 
FUE 
ANALIZADO 
DE MANER A 
INDIRECTA 
 
  
 NO FUE 
ANALIZADO 
 
 
 
  
 El TS determino responsabilidad en base al 
incumplimiento de su función, y por subsumirse la 
conducta (tipicidad), realizando un análisis en 
documentos y deberes. 
 
 
  
245 2018 
 
SISTEM
A 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
Administrados incurrieron en infracción 6 q) al 
recepcionar bienes sin verificar que cumplieran 
con las especificaciones técnicas ofrecidas. 
Gobierno 
Regional de 
Cusco 
 FUE 
ANALIZADO 
DE MANER A 
INDIRECTA 
  
 NO FUE 
ANALIZADO 
 
 
  
 El TS determino responsabilidad en base al 
incumplimiento de su función, y por subsumirse la 
conducta (tipicidad), realizando un análisis en 
documentos y deberes 
 
  
250 2018 
 
SISTEM
A 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
Administrados incurrieron en infracción 6 i) al 
recepcionar vehículo pese a no contar con lo 
necesario para su ingreso físico a la entidad y su 
posterior uso y al ser entregado en fecha posterior 
al plazo contractual sin que se apliquen las 
penalidades correspondientes. 
Dirección 
de Red de 
Salud de 
San Juan de 
Miraflores - 
Villa María 
del Triunfo 
- Lima 
 FUE 
ANALIZADO 
DE MANER A 
INDIRECTA 
 
  
 NO FUE 
ANALIZADO 
 
 
 
  
 El TS determino responsabilidad en base al 
incumplimiento de su función, y por subsumirse la 
conducta (tipicidad), realizando un análisis en 
documentos y deberes. 
 
  
251 2018 
SISTEM
A 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
Administrados incurrieron en infracción 6 q) al 
tramitar el pago de pasajes que fueron contratados 
directamente sin mediar proceso de selección pese 
a la naturaleza del servicio, así como, su 
conformidad en vía de regularización al ejecutarse 
el servicio antes de su emisión. 
Seguro 
Social de 
Salud Red 
Asistencial 
Lambayequ
e - 
ESSALUD 
 FUE 
ANALIZADO 
DE MANER A 
INDIRECTA 
 
  
 NO FUE 
ANALIZADO 
 
 
  
 
 El TS determino responsabilidad en base al 
incumplimiento de su función, y por subsumirse la 
conducta (tipicidad), realizando un análisis en 
documentos y deberes. 
 
 
  
253 2018 SISTEM Se incurrió en infracción 7 h) al admitir y Gobierno  FUE  NO FUE  EL TS determina la existencia de responsabilidad 
 
 
31 
A 
ADMINI
STRATIV
O DE 
ABASTE
CIMIENT
O 
calificar propuesta incumpliendo lo establecido en 
las bases, suscribir contrato sin la presentación 
oportuna de la documentación necesaria, y, emitir 
orden de compra tiempo después de suscrito el 
contrato, otorgando un mayor plazo para ejecutar 
la prestación. 
Regional de 
Puno 
ANALIZADO 
DE MANER A 
INDIRECTA 
ANALIZADO administrativa funcional en base al resultado, 
demostrando el incumplimiento, mas no analizando el 
elemento volitivo de la conducta (dolo o culpa) no 
observando el principio de culpabilidad. Es más ni 
siquiera lo invoca o refiere. Solo invoca el principio 
de legalidad, tipicidad y proporcionalidad. 
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Finalmente se consolida un resultado global en base al segundo objetivo analizado, 
teniendo en cuenta el siguiente resultado:  
 
 EL TS determina la existencia de responsabilidad administrativa funcional en base al 
resultado, demostrando el incumplimiento, mas no analizando de manera directa el 
elemento volitivo de la conducta (dolo o culpa) no observando el principio de 
culpabilidad. Solo invoca el principio de legalidad, tipicidad y proporcionalidad. Solo 
en infracción correspondiente al actuar de forma parcializada realiza un análisis en 
base a la intencionalidad (por lo que Fundamenta en la culpabilidad de manera 
indirecta) , no obstante tampoco menciona en sus argumentos el dolo o culpa. Es 
decir el TS determino responsabilidad en base al incumplimiento de su función, y por 
subsumirse la conducta (tipicidad), realizando un análisis en documentos y deberes. 
Asimismo, el TS se pronunció en varios casos en sentido favorable absolviendo de 
los cargos, por no haberse demostró los presupuestas facticos del incumplimiento, 
por ende se incumple con el principio de tipicidad. 
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- Los argumentos que utiliza el tribunal superior de responsabilidad funcional 
para demostrar la existe de culpabilidad está acorde con el derecho 
administrativo sancionador 
 
Con respecto al objetivo N° 3 determinar si los evidencias que utiliza el Tribunal 
Superior de Responsabilidad Funcional para demostrar la existe de culpabilidad está 
acorde con el derecho administrativo sancionador, se mantiene el uso del 
instrumento de guía de análisis de documentos, por lo que una se desprende el 
siguiente resultado: 
Tabla 02  
 
Argumentos que utiliza el tribunal superior de responsabilidad funcional para 
demostrar la existe de culpabilidad está acorde con el derecho. 
 
APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE CULPABILIDAD 
RESO
L. 
AÑO INFRACCIÓN ENTIDAD ARGUMENTO 
230 2018 
Se incurrió en 
infracciones 6 i) 
y 6 q) por 
irregularidades 
en aprobación y 
modificación de 
expediente 
técnico, así 
como, en 
paralización de 
obra por causal 
atribuible al 
contratista, 
ampliación de 
plazo con 
mayores días y 
sin efectuar 
evaluación 
previa, pago de 
adelantos no 
autorizados y por 
servicios no 
realizados, 
suscribir contrato 
extemporáneame
nte permitiendo 
cambio de 
personal si 
cumplir 
requisitos 
Municipalid
ad 
Provincial 
de Tumbes 
"En su condición de Gerente de Asesoría Legal, incumplió las 
disposiciones que regulan expresamente su actuar funcional (…) 
pag. 14"  "el administrado incumplió sus funciones supervisoras al 
recomendar la ampliación del plazo por un periodo de 26 días, 
cuando (...) por la comisión auditora, solo debieron considerarse 20 
días como plazo ampliatorio pag. 16"  "Asimismo, el administrado 
incumplió sus funciones, al visar en señal de conformidad la 
resolución pag. 17" "en su condición de (...) incumplió las 
disposiciones que regulan expresamente su actuar funcional, 
prevista en el ROF (...) pag. 18 " "en su condición de (...) incumplió 
las disposiciones que regulan expresamente su actuar funcional 
previstas en el ROF, (...) al emitir el informe (...) mediante el cual 
recomienda otorgar la ampliación del plazo, (...) pese a las 
deficiencias del expediente técnico pag. 19" "en consecuencia el 
órgano sancionar (...) impuso la sanción de cinco años de 
inhabilitación para el ejercicio de la función pública (...) al haberse 
determinado responsabilidad administrativa funcional" "le asiste 
responsabilidad administrativa funcional por la falta de verificación 
de la normatividad de contrataciones que prohibía modificar el 
expediente  (...) siendo su inobservancia conllevo a que la entidad 
no cobre por concepto de penalidad (...) constituyendo dicho monto 
un perjuicio económico contra la entidad. Pág 33" "la conducta del 
administrado (...) no solo ocasionó graves perjuicios al estado, al 
afectar el correcto funcionamiento de la administración publica sino 
que al suscribir el acta de paralización de obra por una causal que 
era responsabilidad del propio contratista, derivo en que la entidad 
no pueda aplicar la penalidad máxima por mora . pag. 37" "se 
encuentra acreditado el incumplimiento funcional del administrado 
al haber suscrito el acta de paralización (...)  de manera que con su 
´proceder incumplió sus funciones de supervisar que las obras se 
 
 
39 
 
mínimos, y, por 
conformidad a 
supervisión no 
prestada. 
ejecuten en las modalidades de contrato establecidas, no 
correspondiente amparar la paralización por el motivo indicado. 
pag. 39" DECLARAR INFUNDADO EL RECURSO DE 
APELACIÓN (...9 EN CONSECUENCIA CONFIRMAR LA 
RESOLUCIÓN APELADA QUE LES IMPUSO LA SANCIPON 
DE CONCO AÑOS DE INHABILITACIÓN PARA EL 
EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. 
231 2018 
Administrados 
incurrieron en 
infracción 7 h) al 
establecer en las 
bases 
administrativas 
condiciones 
favorables al 
postor, y, admitir 
y calificar su 
propuesta 
incumpliendo 
requisitos 
técnicos 
mínimos. 
Municipalid
ad Distrital 
de José Luis 
Bustamante 
y Rivero - 
Arequipa 
"(…) al haberse acreditado los elementos que configuran la 
citada infracción (…) advirtiéndose que: a) la actuación 
parcializada del funcionario o servidor público, se acreditó, 
respecto de los miembros del Comité especial del (…) al considerar 
en las  bases administrativas condiciones favorables para que el 
postor pueda acceder a la evaluación de la propuesta económica (...) 
se evidencia que a este factor se le asignó un máximo de 10 puntos, 
frente a la puntuación de los factores de evaluación opcionales (..) y 
a otros factores referidos al objeto de la convocatoria, 
correspondiente a cuatro factores, cada uno con un puntaje máximo 
de 15 puntos cada uno, lo que evidencia una alteración de la 
proporción que debe existir entre los factores de evaluación; que la 
actuación . DECLARAR INFUNDADO EL RECURSO DE 
APELACIÓN (...) Y, EN CONSECUENCIA CONFIRMAR  LA 
RESOLUCIÓN  (...) QUE LE IMPUSO LA SANCIÓN DE DOS 
AÑOS DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE LA 
FUNCIÓN PUBLICA" 
232 2018 
Administrados 
incurrieron en 
infracción 7 h) al 
otorgar buena 
pro incumpliendo 
la normativa de 
contrataciones y 
las bases 
administrativas. 
Gobierno 
Regional de 
Huánuco 
Estando a los hechos acreditados del presente PAS desarrollados 
en el fundamento (…) esta sala evidencia que los administrados 
(…) tenían conocimiento previo de que la obra no contaba con 
estudios suficientes, como el de mecánica de suelos, que hayan 
determinado que el terreno era el adecuado para la ejecución de la 
obra, por el contrario, existen derrumbes que causaron daños 
estructurales al suelo, situación que provenía de la deficiente 
elaboración del expediente técnico de la obra pag. 17-18. 
CONFIRMAR LA RESOLUCIÓN APELADA QUE IMPUSO LA 
SANCIÓN DE TRES AÑOS DE INHABILITACIÓN PARA EL 
EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA 
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232 
2018 
Administrados 
incurrieron en 
infracciones 6 g), 
7 h) y 7 n) al 
contratar 
servicios sin 
proceso de 
selección y 
obviando el 
requerimiento del 
área usuaria, y, 
emitir informes 
contradictorios 
efectuando una 
interpretación 
dispar en 
relación a las 
normas 
aplicables. 
Municipalid
ad 
Provincial 
de Abancay 
" (…) al administrado se evidencian los elementos del tipo 
objetivo de la infracción descrita, siendo así: (i) el administrado 
contrató los servicios del equipo técnico encargado de actualizar el 
Plan de Desarrollo Concertado de la Provincia de Abancay (PDC); 
(ii) sin proceso de selección, toda vez que, se suscribieron contratos 
de locación de servicios, obviando el requerimiento del área usuaria 
y fraccionando la contratación a montos menores a tres (3) UIT; 
(iii) cuando la normativa constitucional, de contrataciones del 
Estado y de presupuesto previa la obligatoria realización de un 
proceso de selección. Dicha conducta (iv) ocasionando perjuicio al 
Estado, al afectar el correcto ejercicio a los principios de libre 
concurrencia y competencia, eficiencia y publicidad, 
desprotegiendo asimismo, al interés de la Entidad y la 
administración pública. pág. 4.  El administrado en su condición de 
(...)  viso los contratos correspondientes al equipo técnico , los 
cuales fueron suscritos en inobservancia del proceso de selección 
correspondiente, obviando el requerimiento del área usuaria y 
fraccionando a montos menores de la contratación a tres UIT para 
evadir la aplicación de la normativa de contrataciones del  Estado." 
233 2018 
Administrados 
incurrieron en 
infracción 7 h) 
por aprobación 
de adicional de 
obra pese a las 
observaciones 
que existían. 
Gobierno 
Regional de 
Huancaveli
ca 
"(…) con su actuar irregular el administrado (…) vulnero los 
principios de imparcialidad y objetividad en las decisiones 
funcionales y en particular las Contrataciones del Estado, al haber 
favorecido indebidamente al Consorcio (…) con el otorgamiento 
del referido adicional de obra, pese a que no se efectuó el estudio de 
mecánica de suelos antes de su aprobación, conforme al informe 
técnico emitido por los especialistas. pág. 5 y ss" DECLARAR 
INFUNDADO EL RECURSO DE APELACIÓN (...) EN 
CONSECUENCIA CONFIRMAR LA RESOLUCIÓN APELADA 
QUE LE IMPUSO LA SANCIÓN DE DOS AÑOS DE 
INHABILITACIÓN PARA EJERCICIO DE LA FUNCIÓN 
PUBLICA. 
234 2018 
Administrados 
incurrieron en 
infracciones 7 b), 
7 c), 7 h) y 7 n) 
por 
requerimiento y 
conformidad de 
servicios cuya 
realización 
efectiva no se 
acreditó, 
ocasionando 
perjuicio 
económico, y, 
por emplear la 
misma 
documentación 
sustentatoria en 
el pago de hasta 
cinco reembolsos 
con fondos de 
caja chica. 
Universid
ad Nacional 
Mayor de 
San Marcos  
UNMSM 
(…) se debe considerar que el Tribunal Superior de 
Responsabilidades Administrativas, mediante Acuerdo Plenario N° 
01-208-CG/TSRA (21-08-18) ha establecido que para que se 
configure la infracción, debe evidenciarse los siguientes elementos:  
(i) la actuación parcializada; (ii)Actuación en contra de los intereses 
del Estado; (iii) participación con ocasión del cargo, función o 
comisión; (iv) Operación o Procedimiento; (v) Beneficio legal o 
propio o de Tercero. (pag. 9) 
" (…) El administrado incumplió diversas disposiciones legales 
que regularon expresamente su actuación funcional, toda vez que en 
la presentación de su rendición de encargo (…) utilizó el recibo por 
honorario serie 001 y N° 120 el cual es un documento que contiene 
información falsa, al haberse consignado el siguiente concepto 
servicio de capacitación de talleres de gestión empresarial (...) 
presuntamente prestado por la señorita Berenisse (...) sin observar 
directamente que no se adjuntaron los informes por los servicios 
prestados, lo mismo que tampoco se detallan en el recibo por 
honorarios emitido  ni se presentó documentación como planillas de 
pago. pag. 69 ss. DECLARAR INFUNDADO EL RECURSO DE 
APELACIÓN, EN CONSECUENCIA CONFIRMAR LA 
RESOLUCIÓN APELADA QUE LE IMPONE LA SANCIÓN DE 
TRES AÑOS DE INHABILITACIÓN PARA EL EJERCICIO DE 
LA FUNCIÓN PÚBLICA". 
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235 2018 
Administrados 
incurrieron en 
infracción 7 h) al 
no supervisar el 
cumplimiento del 
contrato 
ocasionando que 
no se apliquen 
penalidades, y, 
otorgar plazo 
adicional a pesar 
de haber vencido 
el plazo 
contractual. 
Universidad 
Nacional de 
Huancaveli
ca 
    Las controversias radican en determinar: (i) se encuentra 
acreditada la comisión de la infracción imputada a los 
administrados, de acuerdo al principio de tipicidad y motivación; y 
su (ii) la sanción se encuentra acorde al principio de razonabilidad y 
proporcionalidad (pag. 8) 
Resulta pertinente señalar que el TRRA constituido en Sala Plena 
establecido en el acuerdo plenario N° 001-2018-CG/TSRA 
(criterios en torno a los elementos constitutivos del tipo infractor 
descrito y especificado en el inc. H) del art. 7 del Reglamento. 
    Haber actuado parcializadamente (…) al no supervisar el 
incumplimiento de contrato, no tomando las medidas correctivas a 
pesar que tenía conocimiento de las deficiencias e irregularidades 
cometidas en las instalaciones de las pizarras interactivas y entrega 
final de equipos, conforme se aprecia de la carta N° 006 (,,,) 
presentada por el supervisor de obra y oficio N° 006 (…) 
presentado por el supervisor de obra y oficio N° 061 (…) 
presentado por la coordinadora de la Facultad de Ciencias sociales, 
observaciones que no fueron levantadas en su oportunidad por el 
contratista, hecho que se aprecia de las reiteradas cartas presentadas 
por el supervisor del proyecto (…) donde señala el incumplimiento 
de la prestación y sugiere la resolución del contrato así como la 
ejecución de las cartas fianzas. La actuación ilegal dio lugar a que 
no se aplique al contratista la penalidad por el importe de S/ 178 
100.00 soles pese a existir 470 días de retraso (…) pág. 11. 
En ese sentido el colegiado considera que está acreditado la 
actuación parcializada dado que la administrada efectuó 
actuaciones en beneficio al consorcio, generando la no aplicación 
de penalidades e inejecución de la carta fianza, la cual correspondía 
en el presente caso de modo de sus alegaciones no pueden ser 
estimadas, respecto a que si cumplió con supervisar el proyecto y 
con sus funciones al dar trámite a las cartas del supervisor, para la 
adopción de medidas cuando sus, actuaciones de derivación a otras 
áreas, sin especificar medida concreta alguna, respecto a la 
ejecución de la garantía y aplicación de penalidad; más bien 
contribuyeron al perjuicio económico, imposibilitando a la Entidad 
Universitaria, el cobro de penalidades y la ejecución de la garantía. 
Declarar infundado los recurso de apelación (…) confirmar la 
resolución apelada que se les impuso la sanción de inhabilitación en 
el ejercicio de la función de dos años.  
236 2018 
Se incurrió en 
infracción 6 q) y 
7 h) al permitir 
sucesivas 
contrataciones 
directas vía 
regularización 
con el mismo 
proveedor 
cuando 
correspondía un 
proceso regular; 
y, se absolvió de 
infracciones 6 q) 
y 7 h) al no 
haberse 
Seguro 
Social Red 
Asistencial 
Loreto - 
ESSALUD 
El administrado (…) en su condición de jefe del área de 
adquisiciones suscribió las órdenes de compra y viso en señal de 
conformidad los expedientes de contratación para el trámite de las 
contrataciones directas de la empresa de intermediación laboral (…) 
la entidad ya había habilitado presupuesto para la contratación 
formal del servicio, favoreciendo con dichos actos, a la empresa de 
intermediación laboral con la prestación del servicio sin el debido 
proceso de contratación.  
En tal sentido este colegiado desestima lo manifestado por el 
administrado señor (…) respecto a que se realizó la contratación 
directa del servicio de tercerización para seguir brindando el 
servicio de apoyo a los módulos de atención al asegurado debido a 
que no fue incluido en el PAC por no contar con una autorización 
de la OCTIC, y que su comportamiento funcional se debió a la 
inducción al error por parte de su empleador, pues es a través del 
correo electrónico  (…) que el administrador le autoriza llevar a 
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considerado 
fallos del órgano 
jurisdiccional, 
los cuales tienen 
condición de acto 
firme y son 
vinculantes en el 
PAS, así como, 
al existir 
conductas que 
debieron ser 
analizadas en el 
contexto del RIS 
y no del presente 
PAS, y, al no 
advertirse 
actuación 
parcializada ni 
existir función 
que disponga 
expresamente la 
obligación 
observada. 
cabo la contratación directa de dichos servicios pese a que su 
superior conocía que no correspondía, toda vez que de la 
documentación obrante en autos se aprecia que la red asistencial 
Loreto debía contando con los servicios de intermediación laboral, 
(…) debió ser incluida en el PAC 
 
 
 
 
 
 
 
  
238 2018 
Administrados 
incurrieron en 
infracción 7 h) al 
contratar 
directamente 
bienes y 
servicios sin 
respetarse el 
procedimiento 
regular, permitir 
prestación del 
servicio sin 
existir contrato, 
y, remitir 
expedientes de 
contratación para 
celebrar procesos 
de adjudicación 
de bienes y 
servicios que ya 
se habían 
ejecutado; y, se 
absolvió de 
infracciones 6 q), 
7 e) y 7 h) al 
existir 
documentación 
que acredita que 
se ejerció 
funciones en 
atención al cargo 
encomendado, al 
Poder 
Judicial - 
Corte 
Superior de 
Justicia de 
Cajamarca 
Por haber emitido documentos en vía de regularización, referente a 
la elaboración y visado de planos, emisión de diversos documentos 
emitidos durante la etapa de los actos preparatorios para la 
contratación de bienes y un servicio, así como la suscripción de las 
órdenes de compra (…) y la orden de servicio regularizando la 
contratación mediante cinco procesos de adjudicación de menor 
cuantía referente al acondicionamiento de ambientes de juzgados y 
dependencias administrativas de la entidad, cuando dicha labor de 
acondicionamiento venía siendo ejecutada por el proveedor antes de 
someterse a los referidos procesos. 
Sobre el particular, tal como se ha señalado en los fundamentos 
(…) de la presente  resolución, este colegiado considera que no está 
acreditado, en caso a suficiente medio probatorio, que los trabajos 
de acondicionamiento venía siendo ejecutadas por el proveedor 
antes de someterse a los referidos procesos; por lo tanto tampoco la 
infracción imputada a dicho administrado, referente a su 
participación en la regularización de los actos preparatorios y 
contratación de los trabajos de acondicionamiento. 
Por otro parte también se imputa haber suscrito seis documentos 
denominado de CONFORMIDAD DE SERVICIOS por trabajos 
metrados no ejecutados, y materiales en mayoría cambio. 
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no acreditarse 
que se actuó para 
favorecer al 
proveedor ni que 
los bienes no 
fueran 
entregados en las 
condiciones 
pactadas, entre 
otros. 
239 2018 
Se incurrió en 
infracciones 6 j), 
6 k), 6 q) y 7 h) 
al resolver 
nulidad sin 
contar con 
facultades, 
admitir propuesta 
incumpliendo 
requisitos 
mínimos, 
suscribir contrato 
en forma 
extemporánea, y, 
autorizar 
adicionales 
reconociendo 
mayores 
servicios; y, se 
absolvió de 
infracción 6 q) al 
existir medida 
cautelar que 
autorizaba 
emisión de carta 
fianza y al no 
acreditarse el 
grave perjuicio; 
asimismo, se 
declaró nula la 
resolución de 
sanción al no 
acreditarse una 
adecuada 
notificación. 
Gobierno 
Regional de 
Lambayequ
e 
 Hecho N° 03: actuar parcializado durante el proceso de 
contratación de la ejecución de la obra, beneficio ilegalmente al 
consorcio Vial Sipán) (…) en su condición de Jefe de la Oficina de 
Logística, pese a tomar conocimiento de la existencia de 
documentación inexacta en la propuesta presentada por el 
Consorcio Vial Sipán, a quien se le otorgó la Buena Pro, omito en 
efectuar las acciones de fiscalización posterior correspondiente; 
generando beneficio ilegal a favor del citado consorcio, afectándose 
la transparencia y legalidad con las que deben registrarse las 
actividades de gestión pública. 
Sobre la base de los desarrollado (…) se advierte que el 
administrado mediante el proveído de 16 de abril (..)  tomo 
conocimiento , entre tres aspectos que el consorcio vial sipán  había 
adjuntado  a su propuesta técnica documentación inexacta 
relacionada al certificado de trabajo de 18 de diciembre de 1976 
(para acreditar la experiencia mínima del ingeniero (…)) expedido 
por el director de construcciones de la dirección general de 
transporte, comunicaciones, vivienda y construcción, cuando en 
dicho año 1976 no existía dicho ministerio, ya que recién se 
fusionaron los Ministerio de vivienda y construcción y transportes y 
comunicaciones.  
(…) hasta aquí queda claro que el administrado tomó conocimiento 
de la documentación (nulidad de oficio) trasladada por la oficina 
regional de administración, evaluó la misma y a sabiendas que 
existía evidencia que efectivamente se había presentado 
documentación inexacta pues así lo había determinado tanto el 
MTC como el OSCE, considero no tomar en cuento dicha 
información., incluso hizo mención en su propio informe que ante 
la duda razonable sobre la veracidad del documento el comité 
especial debía informar al órgano superior encargado de las 
contrataciones para sea este quien inicie una fiscalización y 
supervisión, es decir, que el propio administrado como presidente 
del comité especial C, se informe as mismo sobre la duda razonable 
sobre la veracidad del documento cuestionado, teniendo en cuenta 
que también representaba a la Oficina de Logística, precisamente el 
órgano encargado de la contrataciones.  
En ese sentido queda demostrado la conducta irregular del 
administrado frente a la documentación inexacta de la cual tomó 
conocimiento, así como la omisión en efectuar de manera inmediata 
la fiscalización posterior (…) el administrado alega haber ejercido 
sus funciones, realizando la acción de fiscalización posterior, 
llegando a informar los resultados mediante oficio N° (…) nótese 
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que el inicio de la acción de fiscalización se realizó luego de una 
año y cinco meses de haber tomado conocimiento de las 
irregularizadades descritas precedentemente, cuando lo correcto era 
implementar de manera inmediata lo que en el presente caso no 
ocurrió. 
240 2018 
Administrada fue 
absuelta de 
infracción 6 q) en 
tanto la 
imputación ha 
quedado 
insubsistente en 
razón del 
otorgamiento de 
ampliación de 
plazo por 
aprobación ficta 
y por ende 
inexistente el 
perjuicio 
económico. 
Gobierno 
Regional de 
Cajamarca 
En consecuencia para la Sala está probado que la imputación de 
falta de aplicación de penalidad al contratista ha quedado 
insubsistente en razón del otorgamiento de ampliación de plazo por 
aprobación ficta y por ende inexistente el perjuicio económico 
causado a la entidad,  
 
La administrada sin hacer observación alguno de los comprobantes 
de pago (…) Se declaró fundado el recurso de apelación, en 
consecuencia revocar la resolución que impone sanción. 
 
 
  
241 2018 
Administrados 
incurrieron en 
infracciones 6 q) 
y 7 h) por 
admisión de 
propuesta 
incumpliendo las 
bases, cambio de 
residente sin 
exigir requisitos 
mínimos, 
ampliaciones de 
plazo pese a no 
afectarse ruta 
crítica, 
adicionales con 
mayores 
metrados, 
resolución de 
contrato sin 
responsabilidad 
de las partes e 
implicándose 
penalidades, 
ausencia de 
calendario 
acelerado de 
obra, y, pago por 
adelantos 
solicitados fuera 
de plazo. 
Proyecto 
Especial 
Huallaga 
Central y 
Bajo Mayo 
- Gobierno 
Regional de 
San Martín 
(..) al vista en señal de conformidad con su contenido los 
comprobantes de pago (…) mediante los acles se pasó el íntegro del 
monto contractual al contratista sin deducirse el importe 
correspondiente a la aplicación de la penalidad por retraso 
injustificado en la ejecución de la prestación, en contravención a la 
normatividad de contrataciones del estado, los ´principios de 
imparcialidad y eficiencia que rige las contrataciones públicas y las 
cláusulas contractuales que regulan  su ejecución pese a tener 
conocimiento (…) que el contratista había incumplido con la 
entrega de los bienes dentro del plazo estipulado en el contrato, 
consignado un proveído a la dirección de tesorería  disponiendo que 
se adopten las acciones que permitan efectuar el pago previo 
descuento de la penalidad. 
En ese sentido resulta indubitable para esta sala que existido una 
expresión de voluntad dispuesta por la administrada dirigida a la 
dirección de tesorería impartiendo una orden en aras de dar 
cumplimiento a lo estipulado contractualmente y al cumplimiento 
de la ley y reglamento de contrataciones por lo cual se dispuso 
adaptar las acciones que permitan efectuar el pago previo descuento 
de la penalidad. No obstante se observa que dicha disposición 
ordenada nunca fue cumplida por la dirección de tesorería. 
En consecuencia, para esta sala está probado que la imputación de 
falta de aplicación de penalidad al contratista ha quedado 
insubsistente en razón del otorgamiento de ampliación de plazo por 
aprobación ficta y por ende insubsistente el perjuicio económico, 
(…) por lo que corresponde declarar fundado el recurso de 
apelación formulado por la administrada. 
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242 2018 
Administrado 
incurrió en 
infracción 7 c) al 
usar 
documentación 
falsa y otorgar 
conformidad a un 
servicio no 
prestado; y, se 
absolvió de 
infracciones 6 q) 
y 7 b) al no 
acreditarse su 
participación en 
el hecho infractor 
ni que los bienes 
fueran 
entregados en 
mal estado por el 
proveedor. 
Dirección 
Regional de 
Salud 
Ucayali 
 (…) la administrada en su condición de directora de la dirección de 
epidemiologia de la entidad falto a la verdad al suscribir el acta de 
conformidad de la orden de servicio (…) en representación del 
Med. Cayo Leveau Bartra, mediante el cual dio conformidad al 
servicio (ambientación e implementación del equipo de cómputo 
para 40  personas) a pesar que dicho servicio nunca lo recibió  (…) 
respecto del análisis de tipicidad subjetiva, (…) se encuentra 
demostrada la intencionalidad con el que actuó la administrada en 
su condición de directora (…) pues teniendo pleno conocimiento 
del servicio requerido al haber suscrito el pedido de servicio (…)  y 
que no se prestó en su totalidad, decido dar la conformidad 
mediante la suscripción del acta de conformidad de la orden en 
contra de la realidad.(pág. 7) 
En relación a dicha imputación, este colegiado advierte que el acta 
de conformidad que corresponde a la referida orden de servicios 
lleva solo una firma y el sello del señor Cayo Leveau Bartra (…)  
 (…) esta sala considera que, únicamente atendiendo a los periodos 
de gestión de la administrada en el cargo de directora de 
epidemiologia, tal como se advierte del tenor del memorando (…) 
adicionalmente, cabe indicar que en el supuesto de que la 
administrada haya firmado el acta de conformidad por el señor 
Cayo Leveau, se estaría afirmando que fue en la gestión de éste – y 
no de la administrada- que se firmó tal conformidad; por lo que la 
responsabilidad por el cumplimiento de las funciones del cargo de 
director (…) resultaría exigible a este y no a aquella. 
(…) este colegiado considera que el hecho imputado a la 
administrada Mayra Saavedra Dreyfus no se encuentra acreditado 
en el presente procedimiento. 
DECLARAR FUNDADO EL RECURSO DE APELACIÓN 
ABSOLVIÉNDOLA DE LOS CARGOS A DOÑA MAYRA 
KANY SAAVEDRA DREUFUS 
243 2018 
Se incurrió en 
infracciones 6 q) 
y 7 h) por 
ampliación de 
plazo sin 
justificarse 
causal invocada, 
y admitir 
propuesta técnica 
incumpliendo 
requisitos 
mínimos, 
generando 
inaplicación de 
penalidades; y, se 
absolvió de 
infracción 6 k) al 
no advertirse 
influencia o 
sugestión hacía 
las personas 
encargadas del 
uso de recursos. 
Gobierno 
Regional de 
La Libertad 
 La administrada en su condición de Sub gerente de obras de de la 
entidad, influyó en la aplicación irregular de los recurso públicos, 
en el marco de la ejecución contractual de la obra (…) al haber 
emitido indebidamente el informe (…) dirigido al administrado 
Álvaro Bazán, gerente de infraestructura mediante el cual declaro 
procedente la ampliación de plazo N° 01 por 27 días calendario 
sugiriendo además que se eleve a la gerencia regional de 
abastecimientos para la proyección de resolución , pese a que la 
causal de caso fortuito o fuerza mayor invocada por el contratista 
no se encontraba debidamente justificada y por ende no resultaba 
procedente su aprobación, como se evidencia del informe (…) 
emitido de la Comisión Auditoria 
Sin embargo, del análisis de la documentación que conforme en el 
presente expediente, no se observa que existan medios suficientes 
que permitan acreditar su responsabilidad en la comisión de la 
infracción muy grave descrita y especificada en el inc. K) del art. 6 
del reglamento de la ley N° 29622, más  aún por cuanto se percibe, 
a criterio de esta sala, que su condición generó, específicamente un 
incumplimiento típico de sus funciones basadas principalmente en 
el seguimiento qué debió realizar de las obras y sus respectivos 
avances principal, ente en el seguimiento que debió realizar de las 
obras y sus respectivos avances, y no que influyó o sugestionó con 
su actuar a un tercera persona encargada de la toma de decisiones 
sobre el uso de los recursos públicos, a saber en el caso, el gerente 
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de infraestructura y el de abastecimiento, para la aplicación 
irregular de los mismos (…) estando a lo descrito, se observa que la 
conducta de la administrada Tantalean Regalado no se subsumió en 
la infracción imputada prevista en el literal a) del art. 46 de la Ley 
N° 27785, modificado por la ley 29622, descrita y especificada 
como infracción muy grave en el inc. K)  del art. 6 del reglamento 
de la ley 29622,(…) quedando acreditado el incumplimiento del 
principio de tipicidad respecto del cargo imputado, careciendo de 
objeto pronunciarse sobre los argumentos planteados en su recurso 
de apelación en torno a dicho extremo. 
244 2018 
Se incurrió en 
infracciones 6 q) 
y 7 h) al incluir 
adquisiciones en 
el PAC sin existir 
sustento que 
justifique la 
necesidad, 
adjudicar buena 
pro apartándose 
de los criterios de 
las bases, otorgar 
conformidad a 
bienes 
entregados en 
forma incompleta 
y extemporánea, 
omitiendo 
reportar dichos 
incumplimientos, 
participar en 
inventario sin 
registrar la 
pérdida de 
bienes, modificar 
características y 
cantidades de 
bienes sin 
justificación ni 
sustento y 
solicitar su 
adquisición.  
Ministerio 
de la Mujer 
y 
Poblaciones 
Vulnerables 
 
En su condición de secretaria general aprobó mediante resolución 
de secretaria general (…) la modificación del  plan anual de 
contrataciones PAC de la unidad ejecutora (…)de dicho plan la 
inclusión de procesos de selección referidos a la adquisición de 
pañales para bebes, niños y adultos mayores; omitiendo supervisar 
que cuenten con el sustento técnico que justifiquen la necesidad por 
la unidad orgánica competente (…) y con la identificación de la 
cantidad de bienes a adquirir en función a la población beneficiaria 
que se  pretendía atender (…) visó, pese a no existir sustento 
técnico las “orientaciones para la gestión del apoyo social a las 
poblaciones vulnerables durante el ejercicio 2013” aprobadas con 
resolución ministerial (…) omitiendo supervisar que dicho 
documento no incluía al área usuaria (…) como unidad orgánica 
competente para definir tales orientaciones; así como que dichos 
lineamientos u orientaciones ya estaban regulados por la normativa 
de contrataciones del Estado; sin objetar que no participara el área 
usuaria competente en la sustentación técnica de la necesidad y en 
la determinación de la cantidad de pañales a adquirir con el 
presupuesto establecido; y sin cuestionar la inexistencia un plan de 
distribución de los referidos bienes para los beneficiarios finales. 
Declarar fundado en parte el recurso de apelación interpuesto por 
Elsa cubilla Bueno, revocándola, e infundado respecto de los demás 
extremos reformando la sanción impuesto y fijando dos años de 
inhabilitación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
245 2018 
Administrados 
incurrieron en 
infracción 6 q) al 
recepcionar 
bienes sin 
verificar que 
cumplieran con 
las 
especificaciones 
técnicas 
Gobierno 
Regional de 
Cusco 
 Haber recibido los equipos de apicultura adquiridos en el citado 
proceso de selección, a través del acta de recepción de equipos 
apícolas – procompite- (…) sin verificar que cumplan con las 
especificaciones técnicas ofrecidas, que forman parte del contrato; 
incumplimiento que también se verificó al emitir el informe (…) a 
través del cual informó sobre la recepción de equipos cadena 
productiva apicultura, en el que tampoco formuló observación 
alguna a los bienes recibidos. 
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ofrecidas. 
250 2018 
Administrados 
incurrieron en 
infracción 6 i) al 
recepcionar 
vehículo pese a 
no contar con lo 
necesario para su 
ingreso físico a la 
entidad y su 
posterior uso y al 
ser entregado en 
fecha posterior al 
plazo contractual 
sin que se 
apliquen las 
penalidades 
correspondientes. 
Dirección 
de Red de 
Salud de 
San Juan de 
Miraflores - 
Villa María 
del Triunfo 
- Lima 
Al administrado Javier Leoncio Matos Centeno, se le imputo lo 
siguiente:   
(…) al haber suscrito indebidamente el acta de recepción de la 
ambulancia tipo I para el centro Materno Infantil (…) celebrado con 
el Consorcio UNIDARSOL, al haber suscrito indebidamente el acta 
de recepción de la ambulancia urbana tipo I (…) indicando haber 
recibido físicamente dicho vehículo con todas las características y 
especiaciones técnicas que en el documento se señalan, pese a que 
la ambulancia fue entregada con posterioridad a la Entidad, 
viabilizando el irregular pago total a favor del contratista antes de 
su ingreso al almacén de la entidad., ocasionando perjuicio 
económico por el monto de (…) debido a la inaplicación de 
penalidad según el cálculo efectuado por la Comisión Auditora. 
De acuerdo al contrato, el plazo de entrega venció el 31 de 
diciembre de 2012; sin embargo la ambulancia fue recibida en el 
centro materno infantil el 11 de abril de 2013, según se evidencia 
en el cuaderno de control diario de la ambulancia, y la trasferencia 
de propiedad vehicular a nombre de la entidad se produjo el 30 de 
septiembre de 2013; lo que acredita que el acta de recepción del 
vehículo tipo ambulancia del día 31 de diciembre de 2012 suscrita 
por el administrado y otros funcionarios fue una declaración falsa 
de recepción del bien que benefició al contratista con el pago total 
del mismo sin aplicación de la penalidad correspondiente al retraso 
incurrido por el contratista. (…) incumpliendo sus deberes 
funcionales; ocasionando perjuicio al estado., la no contar la 
entidad con la ambulancia tipo I de manera oportuna; además de 
perjuicio económico al estado por la suma de (…) 
Declarar infundado el recurso de apelación interpuesto por el 
administrado Javier Leoncio Matos Centeno (…) en consecuencia 
confirma la resolución(..) que le impuso tres años de inhabilitación 
  
251 2018 
Administrados 
incurrieron en 
infracción 6 q) al 
tramitar el pago 
de pasajes que 
fueron 
contratados 
directamente sin 
mediar proceso 
de selección pese 
a la naturaleza 
del servicio, así 
como, su 
conformidad en 
vía de 
Seguro 
Social de 
Salud Red 
Asistencial 
Lambayequ
e - 
ESSALUD 
 Del administrado Danny Robert Lozano Díaz, la imputación que 
recae en el administrado, de hacer incurrido en incumplimiento de 
las disposiciones legales que regulan expresamente su actuación 
funcional detallado en el numeral (…) se sustenta en el hecho de no 
haber dado cumplimiento a la directiva (…) la cual determina el 
procedimiento para la contratación de bienes y servicios por montos 
inferiores o igual a tres unidades impositivas tributarias dentro de la 
entidad; en concordancia con lo previsto en la Directiva (…) la cual 
regula entre otras la prohibición de regularizar procesos logísticos 
con posterioridad a la prestación del servicio; ello al haber suscrito 
18 proveídos entre (…) mediante los cuales dispuso a los analistas a 
su cargo tramitar la cancelación del servicio de compra de pasajes, 
quienes a su vea solicitaron la disponibilidad presupuestal en vías 
de regularización y que al continuar con el trámite de pago  se 
elaboró doce órdenes de compra con importes de 3 UIT (…) con los 
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regularización al 
ejecutarse el 
servicio antes de 
su emisión. 
cuales se cobertura el servicio de transporte aéreo para pacientes 
referidos (…) no habiéndose realizado gestiones para corregir dicha 
irregularidad. 
Declarar infundado el recurso de apelación (..) 
  
253 2018 
Se incurrió en 
infracción 7 h) al 
admitir y 
calificar 
propuesta 
incumpliendo lo 
establecido en las 
bases, suscribir 
contrato sin la 
presentación 
oportuna de la 
documentación 
necesaria, y, 
emitir orden de 
compra tiempo 
después de 
suscrito el 
contrato, 
otorgando un 
mayor plazo para 
ejecutar la 
prestación. 
Gobierno 
Regional de 
Puno 
 Administrado Néstor Modesto Mamani Titi, actuó 
parcializadamente en contra de los intereses del Estado, al i) admitir 
la propuesta técnica de consorcio metropolitano, pese a que el 
mencionado consorcio no cumplió con presentar toda la 
documentación de presentación obligatoria establecida en las bases 
administrativas de la AMC (…) toda vez que en la promesa formal 
de consorcio presentada no se describían las obligaciones de los 
consorciados; asimismo, no adjunto hoja de descripción técnica o 
detalles específicos del bien ofertado, los catálogos o folletos que 
demuestren las especificaciones técnicas y la marca ofertada, por lo 
que debió tenerse por no admitida dicha propuesta; y ii) otorgar un 
puntaje superior a la propuesta técnica del único postor participante, 
específicamente en los factores de experiencia de postor y 
cumplimiento de la prestación; toda vez que respecto al primer 
factor mencionado, le corresponde  0 puntos al no haberse 
acreditado las obligaciones a ser asumidas por cada uno de los 
integrantes de consorcio; pese a ello, se le asigno indebidamente un 
puntaje de 10 puntos; y respecto al segundo factor de evaluación 
observado también le correspondía 10 puntos; y respecto al 
segundo factor de evaluación observado, también le correspondía 0 
puntos al no haberse indicado en las constancias presentadas que la 
prestación se había cumplido son incurrir en penalidades, no 
obstante le otorgó 1.58 como puntaje en dicho extremo, 
Declarar infundado el recurso de apelación (…) 
 
Finalmente, en relación al tercer objetivo, el resultado está en el sentido de que EL 
TS determina la existencia de responsabilidad administrativa funcional en base al 
resultado, demostrando el incumplimiento, mas no analizando de manera directa el 
elemento volitivo de la conducta (dolo o culpa) no observando el principio de 
culpabilidad. Solo invoca el principio de legalidad, tipicidad y proporcionalidad. Solo 
en infracción correspondiente al actuar de forma parcializada realiza un análisis en 
base a la intencionalidad (por lo que Fundamenta en la culpabilidad de manera 
indirecta), no obstante tampoco menciona en sus argumentos el dolo o culpa. Es 
decir el TS determino responsabilidad en base al incumplimiento de su función, y por 
subsumirse la conducta (tipicidad), realizando un análisis en documentos y deberes. 
Asimismo, el TS se pronunció en varios casos en sentido favorable absolviendo de 
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los cargos, por no haberse demostró los presupuestas facticos del incumplimiento, 
por ende se incumple con el principio de tipicidad. 
Pero no aplica de manera clara el principio de culpabilidad, denotándose insuficiencia 
en la motivación de las resoluciones, situación que contradice el debido 
procedimiento administrativo. 
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V. DISCUSIÓN 
 
Respecto a los resultados del objetivo específico Nº 01, planteado en nuestra 
investigación es: ¿Determinar los criterios jurisprudenciales que rigen al 
principio de culpabilidad en el territorio nacional e internacional? 
A nivel internacional, se analizaron jurisprudencias del Tribunal Constitucional 
(TC) de Justicia de la Unión Europea y del Tribunal Supremo Español, estableciendo 
que el 100% de las resoluciones emitidas por dichos entes consideran que el 
principio de culpabilidad requiere de una responsabilidad subjetiva, es decir, necesita 
la evidencia del dolo o culpa. 
El TC de Justicia de la Unión Europea ha pronunciado consecutivamente en sus 
sentencias que los principios inspiradores del ordenamiento jurídico penal deben ser 
de aplicación, con ciertos matices, al Derecho Administrativo Sancionador, dado que 
uno y otro son manifestaciones del ordenamiento punitivo del Estado. 
Las jurisprudencias del Tribunal Superior, ha señalado que le principio de 
culpabilidad establece que solo puede ser sancionados o castigados por hechos 
constitutivos de infracción administrativa los responsables de los mismos. 
El Tribunal Constitucional Peruano considera al principio de Culpabilidad como un 
principio que limita la potestad punitiva del Estado, de acuerdo a lo deducido del 
artículo 2º, inciso 24, acápite e, de la Constitución Política del Perú. 
 
La doctrina señala que la exigencia de culpabilidad involucra la presencia de dolo o 
cuando menos culpa para poder sancionar una conducta ilícita, excluyendo cualquier 
sanción de carácter objetivo. En ese sentido, «la culpabilidad sería el reproche que 
se dirige a una persona porque debió actuar de modo distinto a como lo hizo, para lo 
cual debió tener la posibilidad de actuar de otro modo (Ibídem, p.8. Establece que no 
puede castigarse por no haber realizado un comportamiento imposible). 
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En vinculación con ello, la doctrina española ha afirmado que «…una de las ideas 
menos cuestionadas del Derecho sancionador lo constituye la proscripción de la 
sanción a comportamientos en los que no concurra dolo o culpa, es decir, 
imprudencia. Esto es lo que conocemos como principio de imputación subjetiva.», 
(GÓMEZ TOMILLO, Manuel y otro. Derecho Administrativo Sancionador. Parte 
General: Teoría General y Práctica del Derecho Penal Administrativo. Editorial 
Aranzadi, Segunda Edición, 2010, Madrid, pp. 378 y 379). 
El objetivo específico Nº 02, planteado en nuestra investigación es: ¿Identificar el 
criterio de análisis del dolo o culpa como elemento necesario para determinar 
responsabilidad, por el Tribunal Superior de Responsabilidad Administrativa 
Funcional? 
Se analizaron 40 resoluciones emitidas por el Tribunal Superior de Responsabilidad 
Funcional, de las cuales un 95% de dichas resoluciones determinó responsabilidad 
administrativa funcional sólo analizando de manera indirecta el dolo, y sin analizar la 
culpa, pues el Tribunal Superior determina la existencia de responsabilidad 
administrativa funcional en base al resultado, analizando el actuar, pero no analiza 
elemento volitivo de la conducta (dolo o culpa) de manera directa, sino solo lo realiza 
para demostrar que el actuar de forma parcializada tiene una carga subjetiva, y a ello 
dirige todo el actuar probatorio, no aplicando como debería. 
La incorporación del principio de culpabilidad en el ámbito del procedimiento 
administrativo sancionador constituye una de las grandes novedades de la 
modificación operada mediante el artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1272, pues 
antes de ello, la ley del procedimiento administrativo general parecía haber optado 
por una responsabilidad eminentemente objetiva que solo exigía la culpabilidad 
entendida como principio de personalidad de las infracciones y de responsabilidad 
por el hecho (principio de causalidad) no exigiendo el dolo o la culpa como requisito 
para aplicar la sanción, (BACA ONETO, Víctor. ¿Responsabilidad subjetiva u objetiva 
en materia sancionadora? Una propuesta de respuesta a partir del ordenamiento 
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peruano. En: Diplomado de Derecho Administrativo Sancionador. Lima, 2012, p.11.). 
Actualmente, la normativa prevé el principio de culpabilidad de la siguiente manera:  
 
«Artículo 246.- Principios de la potestad sancionadora administrativa (…) 
10. Culpabilidad.- La responsabilidad administrativa es subjetiva, salvo los casos en 
que por ley o decreto legislativo se disponga la responsabilidad administrativa 
objetiva. (…)»  
 
Como se puede apreciar, en aplicación del principio de culpabilidad, la 
responsabilidad administrativa tiene necesariamente carácter subjetivo, a excepción 
de los casos en que por ley o decreto legislativo se disponga la responsabilidad 
administrativa objetiva. Ello implica que la entidad pública con potestad sancionadora 
se encuentra obligada acreditar la responsabilidad subjetiva (dolo o culpa) como 
elemento indispensable para la imputación de una infracción administrativa.  
 
El objetivo específico Nº 03, planteado en nuestra investigación es: 
¿Determinar si los argumentos que utiliza el Tribunal Superior de 
Responsabilidad Administrativa Funcional para demostrar la existencia de 
culpabilidad está acorde con el Derecho Administrativo Sancionador?. 
Se analizaron 15 resoluciones emitidas por el Tribunal de Responsabilidad, 
estableciendo que el Tribunal Superior determina la existencia de responsabilidad 
administrativa funcional en base al resultado, manifestando el incumplimiento, mas 
no examinando de manera directa el elemento volitivo de la conducta (dolo o culpa) 
no observando el principio de culpabilidad. Solo invoca el principio de legalidad, 
tipicidad y proporcionalidad. Solo en infracción correspondiente al actuar de forma 
parcializada realiza un análisis en base a la intencionalidad (por lo que Fundamenta 
en la culpabilidad de manera indirecta), no obstante tampoco menciona en sus 
argumentos el dolo o culpa. Es decir el Tribunal Superior determino responsabilidad 
en base al incumplimiento de su función, y por subsumirse la conducta (tipicidad), 
realizando un análisis en documentos y deberes. Asimismo, el Tribunal Superior se 
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pronunció en varios casos en sentido favorable absolviendo de los cargos, por no 
haberse demostró los presupuestas facticos del incumplimiento, por ende se 
incumple con el principio de tipicidad. 
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VI. CONCLUSIONES 
Primera:  
El Tribunal Superior de Responsabilidad Administrativa del Perú aplicó la 
evidencia del dolo y culpa para determinar responsabilidad funcional durante los 
años 2017-2018, en la medida que analizò la conducta de imparcialidad del 
administrado, analizando la intencionalidad y el incumplimiento de manera 
general, pero no analizó el elemento volitivo de la conducta (dolo o culpa) de 
manera directa. 
Segunda:  
Entre los criterios jurisprudenciales rigen al principio de culpabilidad en el 
territorio nacional e internacional; se encuentra: En un proceso sancionatorio 
(penal o administrativo) la sanción sólo puede sostenerse en la responsabilidad 
subjetiva del infractor que transgredió una regla de conducta prohibida por ley; en 
nuestro sistema jurídico y en el tributario, en particular, (...), no rige la 
responsabilidad objetiva o sin culpa, exigiendo la norma al menos la concurrencia 
de negligencia o, lo que es lo mismo, la falta de la diligencia necesaria o debida. 
Tercero:  
El criterio de análisis del dolo o culpa como elemento necesario para determinar 
responsabilidad, por el Tribunal Superior de Responsabilidad Funcional es el que 
se determina en base al resultado, solo en infracción correspondiente al actuar 
de forma parcializada realiza un análisis en base a la intencionalidad (por lo que 
Fundamenta en la culpabilidad de manera indirecta), no obstante tampoco 
menciona en sus argumentos el dolo o culpa.  
Cuarto:  
Los argumentos que utiliza el Tribunal Superior de Responsabilidad Funcional 
para demostrar las existencias de culpabilidad no están acordes con el derecho, 
toda vez que el TS determina la existencia de responsabilidad administrativa 
funcional en base al resultado, por lo que Fundamenta en la culpabilidad de 
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manera indirecta, no obstante, tampoco menciona en sus argumentos el dolo o 
culpa. No aplica de manera clara el principio de culpabilidad, denotándose 
insuficiencia en la motivación de las resoluciones, situación que contradice el 
debido procedimiento administrativo. 
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VII. RECOMENDACIONES 
 
PRIMERA: 
Al Congreso de la República: Proponer la modificación del numeral 10 del artículo 
246º, TEXTO ÚNICO ORDENADO DE LA LEY Nº 27444 LEY DEL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO GENERAL, pudiendo quedar redactado de la 
siguiente manera: 
➢ La responsabilidad administrativa es subjetiva. 
Asimismo, recomendar la materialización de una legislación administrativa que regule 
adecuadamente el llamado derecho administrativo sancionador, para que las 
conductas dolosas y culposas se tipifiquen por separado y establecer sanciones para 
cada una de ellas. 
SEGUNDO: 
Exhortar a los especialistas del Tribunal Superior de Responsabilidad Funcional 
encargados de determinar responsabilidad administrativa funcional a realizar 
mayores indagaciones sobre los casos que investigan, a fin de emitir resoluciones 
motivadas que contengan de manera directa el análisis del elemento volitivo de la 
conducta (dolo o culpa). 
TERCERO: 
Exhortar a los especialistas es la rama del Derecho Administrativo a realizar mayores 
investigaciones sobre el objeto de la investigación; y generar debates sobre la 
normativa vigente. 
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